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EN ESTE TRABAJO hacemos una estimación cuantitati-   

va de los alcances de la reforma agraria emprendida     

por el gobierno militar peruano en junio de 1969.  

 

Hay algunos errores bastante comunes en la apre-

ciación de la reforma agraria peruana ‒en relación,   

por ejemplo, a la proporción de tierras afectadas, la 

cantidad de tierra y ganado efectivamente controlada 

por las cooperativas y SAIS, el número de trabajado- 

res beneficiados o la participación de las nuevas em-

presas en la producción agrícola y ganadera‒ que 

ciertos defectos en las estadísticas oficiales ayudan po-

co a superar. Nuestra intención aquí es contribuir a 

mejorar el conocimiento sobre el alcance real de la re-

forma, disipando en lo posible tales errores. Nos limi-

tamos a los aspectos puramente estadísticos, punto de 

partida imprescindible para una evaluación más com-

pleta.  
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Este volumen es parte de la investigación sobre   

las transformaciones agrarias en el Perú, dirigida par 

José María Caballero, dentro del proyecto "Reforma 

Agraria y desarrollo rural en el Perú", del Instituto      

de Estudios Peruanos. Otros volúmenes, producto      

del mismo proyecto, amplían y complementan este.  

 

En el primer capítulo analizamos las tierras y ga-

nado que fueron objeto de la reforma agraria y la ma-

nera como se adjudicaron. En el segundo tratamos de 

establecer el número de trabajadores que se beneficia-

ron de la reforma y de qué manera. En el tercero es-

tudiamos los flujos financieros: valorización y pago de 

las indemnizaciones y de los bienes adjudicados.  En   

el cuarto analizamos la participación en la producción 

de las áreas agrícolas reformadas que operan bajo un 

régimen de empresas asociativas. Finalmente, conclui-

mos con un balance.  

 

Se incluye también, a modo de apéndice, un traba-

jo elaborado par José María Caballero y Arturo Chá-

vez, donde se discute la metodología empleada para 

obtener coeficientes de ponderación que permiten ho-

mogeneizar tierras de distintos tipos, Aparte de ser 

imprescindible para el análisis cuantitativo del pre-

sente volumen, tiene in teres en sí mismo y puede      

ser utilizado can múltiples fines, aunque se trata cier-

tamente de una primera aproximación que la crítica      

y el esfuerzo de otros investigadores ayudaran sin du-

da a mejorar.  
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Las estadísticas oficiales ‒y sus fuentes origina-

rias, que casi siempre hemos consultado‒, bases de 

partida de nuestros propios cálculos, contienen bas-

tantes inexactitudes, vacíos e inconsistencias; a veces 

hemos hecho algunas correcciones, que parecían opor-

tunas, si bien esto no siempre fue posible. Por tal 

motivo, y porque las acciones de reforma agraria      

han continuado ‒aunque marginalmente‒ después     

del momento al que se refieren nuestras cifras, no       

se pueden tomar estas como definitivas sino sólo co- 

mo aproximaciones. Creemos, sin embargo, que los ór-

denes de magnitud son correctos y que nuestros esti-

mados cuantifican los efectos de la reforma de mane-  

ra razonablemente exacta. A riesgo de ser tediosos, 

hemos decidido incluir largas notas metodológicas y 

algunos apéndices, donde se detallan como hemos 

llegado a nuestros resultados.  

 

Queremos agradecer al Instituto de Estudios Pe-

ruanos el apoyo a nuestro trabajo, así como a nues-  

tros compañeros en el proyecto de investigación y   

muy en especial a Arturo Chávez, cuya larga expe-

riencia en el manejo del material estadístico de la 

reforma agraria ha sido invalorable para la presente 

obra, y a Luis Tello, quien ayudo en el procesamien-   

to de algunos cuadros.  



 
 

 

I  
 

TIERRAS Y GANADO  
 

 

 

 

 

 

 

 

1.  Tierras  

 

EN ESTE CAPÍTULO trataremos de dar respuesta a tres 

preguntas:  

 

Qué cantidad de tierras, según tipos, han sido ex-

propiadas y adjudicadas en las distintas regiones 

naturales del país y qué porcentaje representan       

en las tierras totales disponibles.  

 

Bajo qué formas se han adjudicado las tierras.  

 

Qué porcentaje de las tierras adjudicadas y de las 

tierras totales existentes son directamente operadas 

en forma empresarial por las Cooperativas Agra-  

rias de Producción (CAPs), Sociedades Agrícolas de 

Interés Social (SAIS) y Empresas de Propiedad 

Social (EPS) creadas por la reforma agraria.  
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rras se han transferido, es en realidad la costa la que 

más se ha beneficiado: en Ha. estandarizadas recibió  

un 58.5% del total, frente a sólo 35.6% la sierra y 5.9% 

la selva. Esto obedece a dos razones.  

En primer lugar, las tierras de la costa son de cali-

dad muy superior (en topografía, clima, facilidades     

de irrigación, transporte, composición de los suelos)     

a las de la sierra y la selva, por lo que aunque en la 

costa se hayan transferido menos terrenos de cultivo 

que en la sierra (434.1 miles de Ha. frente a 651.9 mi-

les) y muchos menos terrenos de pastos naturales 

(406.0 miles de Ha. frente a 5'429.0 miles), su valor 

económico, reflejado al estandarizar las tierras, es sin 

embargo mayor:  411.1 miles de Ha. estandarizadas en 

la costa frente a 250.0 miles en la sierra.  

En segundo lugar, debido a que la concentración  

de la tierra de cultivo en unidades grandes era pro-

porcionalmente mayor en la costa que en la sierra, la 

reforma pudo expropiar y adjudicar proporcionalmen- 

te (o sea en relación con el total disponible) más     

áreas de cultivo en la costa que en la sierra, pese a    

que en esta los mínimos inafectables fueran menores 

que en la costa.
2
  En efecto, en  la costa el  53.5%  de  

 
2. Inicialmente, según el D.L. 17716, los mínimos inafec-

tables eran 150 Has. de tierras de cultivo bajo riego en la       
costa (Art. 289) y entre 30 y 55 Has. en la sierra (Art. 30°),   

salvo en las provincias de Islay, Camaná y Arequipa, donde      

era 15 Has., o el doble tratándose de terrenos de secano          
(Art. 329); posteriormente, en 1975, los limites se redujeron         

a 50 Has. en la costa y 30 en la sierra.  
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Los cuadros 1 y 2 permiten responder a la prime- 

ra pregunta. Presentamos en ellos la superficie ad-

judicada, en Ha. simples y estandarizadas,
1
 según el 

tipo de tierra y la región natural, al 30 de setiembre    

de 1979, y la comparamos con la superficie total de 

tierra utilizada con fines agropecuarios, según el   

Censo Agropecuario de 1972.  

Estos dos cuadros sugieren varios comentarios:  

1. La mayor parte de las tierras adjudicadas son 

pastos naturales (un 72.2% del total), seguidos por 

terrenos marginales (13.1%); las tierras de cultivo 

‒riego y secano‒ ascienden conjuntamente tan sólo     

al 14.7% del total adjudicado. Esto es importante; la 

significación de las adjudicaciones es mucho me-      

nor de la que aparece cuando (como de ordinario   

hacen las presentaciones oficiales) se consideran 

agregadamente las tierras de distintos tipos, ya que    

los pastos naturales, que constituyen la mayoría de     

las tierras adjudicadas, tienen muy escasa capacidad   

de generar ingresos y empleo y las tierras margina-    

les no tienen por definición utilidad agropecuaria.  

2. La reforma ha favorecido más a la costa que       

a la sierra. Aun cuando en Ha. simples, o sea, suman- 

do indiscriminadamente los terrenos de distintos ti-  

pos,  la sierra aparece como   la  región en que más  tie-  

 
1. Véase el Apéndice 1 para la interpretación de la es-

tandarización de las tierras y para la metodología utilizada                
en el cálculo de los coeficientes.  
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las áreas de riego disponibles fueron expropiadas y 

adjudicadas, mientras que en la sierra solo lo fueron    

el 23.0% de las áreas de riego y el 30.1% de las de se-

cano. Esto está claramente relacionado con la mayor 

concentración en unidades grandes de las tierras de 

cultivo de la costa, donde el 50.4% de las áreas con rie-

go estaba en unidades agropecuarias de 50 Ha. o más, 

mientras que en la sierra los porcentajes sólo eran        

el 14.0 para las áreas con riego y el 12.9 para las de 

secano.  

3. Un poco más de la tercera parte de las tierras   

del país (el 38.8%) fueron objeto de reforma agra-     

ria. Es interesante que aun cuando en el total nacio-    

nal los porcentajes de áreas reformadas en Ha. sim- 

ples y estandarizadas son muy semejantes, en las ci- 

fras regionales, donde el porcentaje en Ha. simples     

es siempre mayor que en Ha. estandarizadas, los por-

centajes regionales en Ha. simples sobreestiman, por 

tanto, los alcances de la reforma agraria en cada una   

de las regiones.  

4. Tanto en la costa como en la sierra, las áreas    

de cultivo adjudicadas son mayores que las compren-

didas en unidades agropecuarias superiores a 50 Ha.:  

en la costa 53.7% del total frente a 50.4%, en terre-  

nos con riego, y en la sierra 23.0% frente a 14.0%, en 

terrenos con riego, y 30.1% frente a 12.9%, en tierras 

de secano. EI fenómeno, que, como se ve, es más 

pronunciado en la sierra que en la costa, debido a       

los menores límites de inafectabilidad en la prime- 
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ra (véase nota n° 2), es interesante pero debe ser in-

terpretado con cuidado. Indica que se expropió y ad-

judicó 
3
 una cantidad de tierras de cultivo equivalente    

a un monto ligeramente superior (tratándose de te-

rrenos de riego en la costa) o bastante superior (tra-

tándose de terrenos de riego y secano en la sierra)        

al de las áreas de cultivo comprendidas en unidades 

agropecuarias de 50 Ha. o más; pero no quiere, sin 

embargo, decir que todas las unidades agropecuarias 

con más de 50 Ha. fueran expropiadas.
4  

En el caso de los pastos naturales, la situación      

es a la inversa: los pastos expropiados y adjudicados 

(5'429.0 miles de Ha.) son menores que los com-

prendidos en unidades agropecuarias superiores a  

2,500 Ha.  (10'230.9 miles de Ha.).
5
   Esto  obedece  so-  

 
 

3. Las expropiaciones son en realidad algo mayores pues   

a la fecha a que se refieren estas cifras existían tierras expro-
piadas aún en proceso de adjudicación. 

4. De otro lado, los criterios usados en las estadísticas de 

reforma agraria para clasificar las tierras en riego, secano y 
pastos naturales no corresponden exactamente con los del 

Censo, lo que debilita la representatividad de los porcentajes.  

5. El Censo no desagrega por tamaños más allá de las 
2,500 Has. Por este motivo hemos elegido esta cifra. De 

acuerdo con los coeficientes de estandarización (ver Apéndi- 

ce 1), 2,500 Has. de pastos corresponden aproximadamente      
a la mitad de 50 Has. de riego de la costa y al doble de           

50 Has. de secano en la sierra; representan, pues, en cierta 

medida, un promedio equivalente a las 50 Has. tomadas co-   

mo línea divisoria para las tierras de cultivo. Según el D.L. 

17716 (Art. 33°) el mínimo inafectable para las tierras de 
pastos naturales es  la  extensión que permita  soportar una car-  

 



 

22  Caballero / Alvarez  

 

bre todo a la existencia de extensos pastizales natu-

rales en poder de comunidades campesinas (que su-

man mas de cinco millones de Ha.), que, natural- 

mente, no fueron objeto de expropiación. Si no con-

sideramos los pastos comunales, la situación es seme-

jante a la de los terrenos de cultivo.  

La selva constituye un caso especial, puesto que   

la Ley de Reforma Agraria solo se aplica a una par-     

te de ella: la ceja de selva, estando el resto some-     

tido a una legislación particular. Por este motivo,        

los porcentajes de tierras de cultivo correspondientes    

a las áreas reformadas son inferiores a los que co-

rresponden a las unidades agropecuarias de 50 ha.        

o más.  

En conjunto, las cifras no dejan duda de que la re-

forma expropio la inmensa mayoría de los latifundios 

privados (entendidos como unidades agropecuarias 

superiores a 50 Ha. de tierras de cultivo o 2,500 Ha.   

de pastos naturales) y también una cierta cantidad 

(mayor en la sierra que en la costa) de fundos de  

menor tamaño. En total, un poco más de la tercera  

parte de las tierras de uso agropecuario del país fue-  

ron expropiadas y adjudicadas, beneficiándose de ello 

la costa más  que  las demás  regiones,  tanto en propor-  

 
ga de 5,000 unidades ovino, que, según la calidad de los 

pastos, se sitúa entre 2,500 y 5,000 Ha. aproximadamente. 

Posteriormente, el D.L. N° 21333, del 10 de diciembre de 

1975, rebajo este mínima inafectable a la superficie necesa-   

ria para mantener 3,000 unidades ovino (Art. 2°).  

I / Tierras  y  ganado  23  

 

ción al total de tierras disponibles dentro de la re-    

gión como en cuanto al número de Ha. estandarizadas.  

Para responder a la segunda pregunta ‒como se  

han adjudicado las tierras‒ hemos preparado el cua-  

dro 3. Las formas de adjudicación previstas por el   

D.L. 17716 (Art. 77°) son a favor de cooperativas, 

comunidades campesinas, Sociedades Agrícolas de In-

terés Social, personas naturales (previamente califi-

cadas como beneficiarias por la Dirección General     

de Reforma Agraria y Asentamiento Rural) y "gru-   

pos de campesinos que se obliguen a constituir la 

respectiva Cooperativa o Sociedad Agrícola de Inte-  

rés Social dentro del plazo que se les señale", Pos-

teriormente, al darse la Ley de Propiedad Social, se 

autorizó que las Empresas de Propiedad Social fue-   

ran adjudicatarias de tierras y la conversión de Coo-

perativas Agrícolas en Empresas de Propiedad Social 

(siempre que la mayoría de los socios así lo deci- 

diese).  

Hemos dividido las diversas formas de adjudica-

ción en dos grupos: aquellas en que según la ley    

(D.L. 17716 y D.S. 240-69-AP o Reglamento de Coo-

perativas Agrarias y SAIS) la propiedad y el trabajo 

son colectivos y se presupone la existencia de una 

administración empresarial (aunque en la práctica      

no necesariamente sea así, como veremos más ade-

lante), a las que hemos llamado "Formas Empre-

sariales", dentro de las que se encuentran las CAPs,   

las  SAIS y  las EPS;  y aquellas donde  la propiedad  
1. 
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y/o el usufructo de las tierras es fundamentalmente 

individual y no se presupone la existencia de una 

administración empresarial, a las que hemos llama-    

do "Formas no empresariales", dentro de las que se 

incluyen las adjudicaciones a Comunidades Campe-

sinas, a Grupos Campesinos (o Cooperativas en for-

mación),
6
 individuales (o sea a personas naturales)       

y otros (de escasísima importancia).
7
  

 
6. A pesar de que según la ley estos grupos de campe-

sinos deben en el futuro constituir Cooperativas o SAIS, y     
las adjudicaciones se hacen, por tanto, a "precooperativas"       

o "cooperativas en formación", no hay ninguna señal de que 

esto tienda a suceder en la práctica: los campesinos se re- 

sisten a abandonar el usufructo individual y la libre deci-     

sión sobre las tierras adjudicadas.  

7. Ni la Ley de Reforma Agraria ni el Reglamento de 
Cooperativas indican prioridades entre las posibles formas de 

adjudicaci6n o las circunstancias en que debe utilizarse ca-    

da cual. La práctica del Ministerio de Agricultura en ese 
terreno ha variado mucho entre las diversas Zonas Agrarias.  

En 1912 el Ministerio de Agricultura produjo un importan-     
te documento interno, denominado "Manual de Adjudicacio-

nes", donde se daban las pautas para decidir la modalidad      

de adjudicación y llevarla adelante, que sólo fue parcialmen-   
te aplicado. La política de adjudicaciones puede resumirse   

así: 1. prioridad a las formas empresariales asociativas en   

todo el territorio; 2. prioridad a las CAPs en la costa y en       
las zonas de la sierra y la ceja de selva donde hubiese agri-

cultura capitalista centralizada y/o ganadería intensiva; 3. for-

mación de SAIS en áreas de ganadería extensiva y donde 
hubiese fuerte competencia por los pastos con Comunidades 

Campesinas cercanas, 4. adjudicación a Comunidades Cam-

pesinas (sobre todo pastos) cuando hubiese fuertes presiones  
en este sentido (y posiblemente antiguas reivindicaciones);     

5. adjudicación a Grupos Campesinos  de  áreas  de  poco  va-  
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Tres son las principales conclusiones que pueden 

derivarse del cuadro 3:  

1. Las formas empresariales son decididamente 

las más importantes, concentrando aproximadamen-    

te dos tercios (63.9% en Ha. simples y 65.2% en Ha. 

estandarizadas) del total de tierras adjudicadas. Esto   

es consecuencia de la voluntad centralizadora y co-

lectivizadora ‒por oposición a distributiva‒ que ha 

dominado en la política oficial de reforma agraria.    

Por razones que no es del caso desarrollar aquí,
8
 el 

gobierno prefirió mantener el tamaño de los latifun-

dios expropiados (e incluso ampliarlo, pues con fre-

cuencia se agrupaban en una nueva empresa varios 

fundos antes independientes y de distintos propieta-

rios) y en la medida posible la centralización em-      

presarial existente, antes que parcelarlos y distribuir  

las tierras a las familias campesinas.  

 

 
lor agropecuario, sobre todo tratándose de fundos sin una 

administración empresarial centralizada, 6. adjudicación a 

personas naturales allí donde hubiese fuerte presión por una 

titulación individual (por ejemplo en La Convención) y en 
ciertos casos de aplicación de las disposiciones sobre "dere-

chos preferenciales" de los ex-feudatarios, contemplados en     

el Titulo XV de la Ley de Reforma Agraria.  
8. Sobre esta cuestión puede verse: José María Caballe- 

ro, Reforma y reestructuración agraria en el Perú, CISEPA, 

N° 34, Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima, 1976 

(mimeo) o, del mismo autor, Agricultura, reforma agraria y 

pobreza campesina, IEP, Lima, 1980 (especialmente el 2° 

ensayo). 
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2. Las Cooperativas Agrarias de Producción son   

de lejos la forma de adjudicación más importante, 

controlando algo más de la mitad de las tierras ad-

judicadas (en Ha. estandarizadas). Ello obedece a     

que las mejores tierras (los terrenos irrigados de          

la costa) han sido en su gran mayoría adjudicadas         

a CAPs. Las SAIS, que en Ha. simples figuran en   

primer lugar (con un 34.7% del total), recibieron    

sobre todo áreas de pastos naturales y se formaron 

exclusivamente en la sierra.  

Se han hecho muy pocas adjudicaciones en fa-    

vor de comunidades campesinas, lo que contrasta     

con su importancia; menos de un 20% de las tierras    

de la sierra (en Ha. estandarizadas) fueron adjudi- 

cadas a comunidades. Ello se ha debido a que la 

política oficial se inclinó a beneficiar a los ex-feuda-

tarios de las haciendas expropiadas (o sea, los anti- 

guos colonos, peones y pequeños arrendatarios de      

las haciendas) más que a los comuneros de las co-

munidades circundantes. En los numerosos casos de 

haciendas andinas en fuerte descomposición, se pre-

firió hacer adjudicaciones en la práctica individua-     

les pero "camufladas" bajo la forma de Grupos Cam-

pesinos a los ex-feudatarios, en lugar de entregarlas      

a comunidades, razón por la cual los grupos campe-

sinos recibieron el doble de tierras que las comuni-

dades.  

El cuadro 3 contiene un elemento que puede ser 

engañoso: al  considerar  a  las  CAPs, SAIS  y EPS co-  

 

 

CUADRO 3 

Tierras de uso agropecuario: formas de adjudicación 

(en porcentajes) 

 
 

 

Riego 

 

Secano 

 

Pastos 

Total 

simple 

Total 

estand. 

Formas empresariales 

 CAPs 

 SAIS 

 EPS 

 Subtotal 

65.8 

6.4 

1.2 

73.4 

20.3 

24.1 

1.3 

45.7 

23.4 

38.4 

3.4 

65.2 

26.1 

34.7 

3.1 

63.9 

51.8 

11.9 

1.5 

65.2 

Formas no empresariales 

 Comuni. campe. 

 Grupos campesi. 

 Individuales 

 Otros 

  Subtotal 

7.6 

7.4 

11.6 

0.0 

26.6 

4.7 

29.4 

20.2 

0.0 

54.3 

11.4 

21.2 

1.8 

0.4 

34.8 

10.5 

21.0 

4.3 

0.3 

36.1 

7.7 

14.5 

12.6 

0.0 

34.8 

Total general 

Total miles Ha. 

= 100.0% 512.1 

(100.0) 

707.0 

(100.0) 

5’990.1 

(100.0) 

7’209.2 

(100.0) 

702.3 

(100.0) 
 

Fuente:  

Idem Cuadro 1. Elaboración nuestra.  
 

Notas:  

1. Se aplican las notas del Cuadro l.  

2. Las cifras se refieren a las adjudicaciones al 30 de septiembre       

de 1979.  

3. En "otros" se incluyen las adjudicaciones a Centrales de Coope-

rativas y Cooperativas Agrarias de Servicios.  

4. En las tierras adjudicadas a Comunidades no se han incluido       

las correspondientes a las empresas comunales y las cooperativas 

comunales de los valles del Piura y Chira, que por sus caracte-

rísticas se han agrupado con las CAPs.  
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mo "Formas empresariales" puede parecer que todas  

las tierras que les han sido adjudicadas son directa-

mente conducidas por estas empresas con una admi-

nistración centralizada. Esto no es así. Las haciendas 

sobre las que las actuales empresas se basan, solo       

en distintos grados controlaban directamente sus tie-

rras, que mayoritariamente (sobre todo en la sierra) 

eran utilizadas directamente por los campesinos, pa-

gando una renta en productos o en dinero o una pres-

tación de trabajo. Las nuevas empresas sólo tomaron 

posesión directa, en la inmensa mayoría de los casos, 

de aquellas tierras que anteriormente eran directa-

mente controladas por los propietarios, a las que lla-

mamos tierras "centralizadas", pero no de las utili-

zadas por los campesinos, a las que llamamos "des-

centralizadas". Incluso, durante el proceso mismo de 

aplicación de la reforma agraria y, aún después, áreas 

anteriormente centralizadas dejaron de serlo.  

Lo anterior nos remite a nuestra última pregun-    

ta: qué proporción de las tierras adjudicadas son di-

rectamente operadas en forma empresarial. Es im-

posible responder en forma exacta pues no existe la 

información estadística relevante; no hay una desa-

gregacion de las tierras adjudicadas en centralizadas     

y descentralizadas en la estadística oficial. Un estu-  

dio, sin embargo, realizado por la Subdirección de 

Adjudicaciones de la Dirección General de Reforma 

Agraria ‒donde se revisó y consolidó a nivel de     

PIAR  la  información sobre  tierras centralizadas y  
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descentralizadas, según tipos, en el momento de la 

expropiación, contenida en la documentación sobre   

los fundos expropiados‒ permite hacer estimacio-   

nes.
9
 Los resultados se muestran en el cuadro 4,    

donde no se ha incluido la ceja de selva por care-       

cer de representatividad los datos disponibles en el 

estudio mencionado.  

 
9. Los datos se refieren a los siguientes PIARs: Tumbes, 

Chulucanas, Morropón, San Lorenzo, Zaña, Moche-Sta, Ca-

talina, Chicama Bajo, Virú-Chao, Huarmey-Culebras, Santa, 

Casma, Huaura, Chancay-Huaral, Supe-Barranca-Pativilca, Lu-
rin-Rímac-Chillón, Cañete Mala, Pisco-Castrovirreyna, Chin-

cha-Huachos, Ica-Córdova, Nazca-Palpa, Tacna-La Yarada     

y Majes, en la costa; y Chotano-Llaucano, San Marcos, Za-   

ña, Cajamarca, Cajabamba, Ayabaca, Santa Clara, Uchupata, 

Chicama Alto, Urcón, Otuzco, Huamachuco, Santiago de Chu-

co, Celendín-Bolívar, San Pablo-Contumazá, Callejón de Huay-
las, Pisco-Castrovirreyna, Chincha-Huachos, Ica-Córdova, Ju-

nín, Mantaro, Huallaga, Pasco, Tarma, Colcabamba, Meseta  

de Bombón, Pallasca, Huánuco Viejo, Majes, Caylloma, Ma-
ras-Chincheros, Limatambo-Mollepata, Marangani, Calca-Uru-

bamba, Paucartambo, Paruro, Cuzco-Urcos, Huancané-Puti- 

na, Azángaro, San Antón, Lampa-Capachica, Puno, San An-

tonio Esquilache, Umachiri-Nuñoa, Chinchay-Puquio-Cotabam-

bas, Abancay y Acomayo, en la sierra. Sólo se han consi-

derado los datos de fundos privados que fueron adjudicados     
a "Formas Empresariales", No se disponía de datos para to-  

dos los fundos, pero la representatividad es grande: un 54%   

de las tierras de riego adjudicadas a formas empresariales       
en la costa; y un 70% de las de riego, un 68% de las de se- 

cano y un 63% de las de pastos naturales en la sierra. Para  

estas tierras se pudieron establecer directamente las áreas 

centralizadas y descentralizadas. Esta información tiene dos 

debilidades: 1. los datos no se obtuvieron originalmente con  
un  criterio uniforme y  no  hay  garantía de  que  al  confeccio- 
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Varios resultados interesantes ofrece el cuadro 4:  

1. Como era de esperar, la descentralización es 

mucho mayor en la sierra que en la costa: en pro- 

medio, en la costa (en Ha. estandarizadas), sólo el    

18% de las tierras empresariales estaban descentrali-

zadas, mientras que en la sierra lo estaban el 59%.   

Esto es claramente resultado del menor grado de de-  

 

narse los documentos para la expropiación, de los que pro-

ceden, se midiesen con cuidado los dos tipos de áreas, pro-

bablemente se trató de estimaciones hechas algo a la ligera;     
y 2. reflejan la situación en el momento de la expropiación      

y no lo que ha sucedido posteriormente; puesto que la ten-

dencia ha sido a una descentralización espontánea, probable-

mente subestiman la actual importancia de las áreas descen-

tralizadas.  

Varias razones empujan, sin embargo, a utilizarla: l. son  
los únicos datos de este género disponibles; es de esperar     

que el próximo Censo Agropecuario recoja directamente este 

tipo de información; 2. no hay razones para pensar que con-
tienen sesgos sistemáticos, por lo que se puede suponer una 

cierta compensación de errores en la agregación de las esti-
maciones individuales; y 3. los resultados parecen razonables  

y son consistentes con nuestra propia experiencia de campo     

y la de otros especialistas con quienes hemos consultado.     
Los resultados deben tomarse, no obstante, como razonables 

aproximaciones de los órdenes de magnitud más que como 

estimaciones precisas.  
Los porcentajes de tierras centralizadas y descentraliza-  

das para la sierra y la costa (según tipo de tierras), así ob-

tenidos, se aplicaron posteriormente a las cifras de tierras 
adjudicadas a "Formas empresariales" al 30/9/79. Los resul-

tados aparecen en el cuadro 4.  

Queremos agradecer al Ing. Arturo Chávez su ayuda en     
el manejo de esta información y a Aglas Watson el apoyo      

en los cálculos.  
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sarrollo del capitalismo agrario en las haciendas de      

la sierra.
10

  

2. Dentro de la sierra, como también era de es-

perar, la descentralización de las tierras de secano  

(87% descentralizadas) es mucho mayor que la de      

las de riego (36%) y las de pastos naturales (34%).     

Se expresa aquí la tendencia de los hacendados se-

rranos a reservar para sí los terrenos de mayor va-      

lor (que son los que cuentan con riego) y los pas-      

tos, dejando sobre todo a los campesinos las áreas      

de cultivo de laderas, sin riego, y una limitada can-

tidad de pastos para su ganado.  

3. Si en lugar de comparar con las áreas adjudi-

cadas a "Formas empresariales" comparamos (en Ha. 

estandarizadas) con las áreas totales adjudicadas 

(cuadro 1) y con las áreas totales de uso agrope-   

cuario disponibles según el censo de 1972 (cuadro     

2), obtenemos los siguientes resultados: en la costa,      

el 63% de las áreas totales adjudicadas y el 34% del 

área total disponible están centralizadas, o sea bajo      

la conducción directa de empresas asociativas; en la 

sierra, los porcentajes son el 20%  y  el  6%  respectiva-  

 
10. Sobre esta cuestión puede verse el volumen sobre      

la economía agraria de la sierra, de José María Caballero,     

que forma parte de este mismo proyecto de investigación, 

próximo a aparecer en el Instituto de Estudios Peruanos, y      

el trabajo de Héctor Martínez: La reforma agraria en el Pe-  

rú: las empresas asociativas andinas, ponencia presentada al 

Seminario sobre Problemática Agraria Peruana, Ayacucho, di-
ciembre de 1977.  
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mente.
11

 Si suponemos que las proporciones entre  

áreas centralizadas y descentralizadas en las empre-  

sas adjudicadas en la ceja de selva son similares a      

las de la sierra, podemos hallar cifras nacionales, re-

feridas siempre a las áreas de uso agropecuario: las 

tierras bajo el control directo de las formas empre-

sariales asociativas creadas por la reforma agraria 

constituyen (en Ha. estandarizadas) el 45% del to-      

tal de tierras adjudicadas y el 18% del total de tie-    

rras utilizadas en el país.  

Estos resultados son importantes. Indican que la 

significación empresarial de las formas asociativas 

creadas por la reforma agraria es bastante menor de     

la que con frecuencia se supone. Las tierras del país 

están, en su gran mayoría, en manos privadas (sobre 

todo de campesinos y pequeños agricultores de dis-

tintos tamaños). No se justifica, por ejemplo, que         

la mayor parte del crédito agrícola oficial y de las 

actividades de extensión se dirijan a las empresas 

asociativas.
12

 Cualquier programa de reactivación de   

la agricultura peruana (más aún si las metas de    

empleo  y  redistribución del  ingreso  forman parte  de 

  
11. Implícitamente estamos suponiendo que la totalidad     

de tierras adjudicadas a "Formas no empresariales" son des-

centralizadas. Esto no es exacto, pues tanto en las comuni-

dades como en los Grupos puede haber pequeños núcleos       
de actividad empresarial colectiva; pero estos son tan em-

brionarios y poco significativos que se justifica no tomarlos   

en cuenta para los presentes propósitos.  

12. Ver el volumen de Elena Alvarez, Política agraria y 

estancamiento de la agricultura, 1969-1977, IEP, Lima 1980.  
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él) debe partir de la constatación de que la impor- 

tancia real de las empresas asociativas es modera-      

da en la costa, y muy pequeña en la sierra. 

  

2.   Ganado  

Además de la tierra, la reforma agraria expropió     

y adjudicó otros activos: instalaciones, plantaciones, 

maquinaria y ganado; el más importante es sin du-      

da el ganado, que tratamos aquí separadamente.  

La inmensa mayoría del ganado (algo más del  

97%) fue adjudicado a "formas empresariales" (CAPs, 

SAIS y EPS). Al 31/12/78, 278 empresas, de un to-    

tal de 705 "formas empresariales" creadas por la re-

forma agraria, habían recibido algún tipo de ganado   

en adjudicación. En el cuadro 5 hemos resumido     

estas adjudicaciones, según especie ganadera y re-  

gión natural, comparando con el stock ganadero exis-

tente. Las principales observaciones que sugiere el 

cuadro son las siguientes:  

1. La cantidad de ganado adjudicada es peque-  

ña: menos del 5% del stock nacional de vacunos, 

menos del 15% del stock nacional de ovinos y me-   

nos del 9% del stock nacional de camélidos (lla-      

mas y alpacas).
13

  Esto obedece a dos razones. Pri-

mero,  la mayor parte del  ganado estaba en manos  

 
13. Estos datos se refieren al 31 de diciembre de 1978; 

durante 1979 y lo que va del 80 se ha adjudicado más ga-   

nado pero en una cantidad que no altera en medida signi-
ficativa las anteriores cifras.  
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de campesinos y pequeños productores y no fue por 

tanto objeto de reforma agraria. Así por ejemplo,        

en la sierra, que es la principal región ganadera, se-  

gún el Censo de 1972, el 86.9% de los vacunos, el 

74.1% de los ovinos y el 69.5% de los camélidos es-

taban en manos de unidades agropecuarias de me-    

nos de cincuenta hectáreas.
14

 Segundo, aun cuando      

el pago por el ganado expropiado fuese en efectivo,   

los propietarios prefirieron deshacerse por su cuenta    

de él antes que esperar que la reforma agraria lo 

expropiara, la cantidad de ganado adjudicada fue así,  

en muchas empresas, bastante inferior a la que tra-

dicionalmente tenía la hacienda (o haciendas) an-  

terior (es). Puesto que prácticamente la totalidad         

de ganado adjudicado a las empresas es conducido  

bajo régimen empresarial centralizado (no ha habi-     

do reparto de ganado a los campesinos socios), las 

cifras del cuadro 5 proporcionan un estimado de la 

significación de la ganadería "centralizada" en las 

"formas empresariales" creadas por la reforma agra- 

ria.
15

 Como se ve, esta es pequeña, menor aun que        

la de las tierras centralizadas. 

  

14. Ver el volumen sobre la economía agraria de la sie-  

rra (en particular el cuadro 13) de José María Caballero,     
parte de este proyecto de investigación, de próxima aparición 

en el IEP.  

15. Este es un estimado mínimo puesto que muchas em-

presas han ampliado Sil stock ganadero en los años posterio-

res a la adjudicación; la ampliación no ha sido, sin embar-    

go, tan grande como para desproveer de sentido a este es-
timado.  
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2. La valorización del ganado ha sido en prome- 

dio bastante baja: 5,156 soles por vacuno, 311 soles  

por ovino, 289 soles por camélido y 1,133 soles por 

equino. Hay, sin embargo, importantes diferencias 

entre regiones: el valor promedio de los vacunos ad-

judicados en la costa es más de dos veces y media 

superior al de los de la sierra, reflejo, con seguridad,   

de su mejor calidad. El valor total del ganado ex-

propiado y adjudicado es escasamente inferior a los  

mil quinientos millones de soles, cifra bastante re-

ducida (equivalente, por ejemplo, al 9% del crédito 

agropecuario total en 1975, y al 10% del valor bruto   

de la producción pecuaria total del país en el año  

1972).  

3. La mayor parte del ganado adjudicado corres-

ponde a la sierra: más del ochenta por ciento de los 

vacunos y casi la totalidad de las demás especies.    

Esto es lógico pues la sierra es con gran diferencia      

la región más ganadera del país (excluyendo la pro-

ducción avícola).   

 

 

II  
 

BENEFICIARIOS  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

EVALUAR LOS BENEFICIOS implícitos en una reforma 

agraria es un ejercicio sumamente difícil, cuando no 

imposible. Por tres razones. Primero, puede argumen-

tarse que, aparte de la transferencia de la tierra y       

sus efectos en las personas directamente envueltas      

en ella, la reforma beneficia también indirectamente     

a muchos otros, por ejemplo si su resultado es am-  

pliar el mercado rural para los productos industria-   

les, generando así empleo en las áreas urbanas, o in-

crementar la producción agropecuaria, abaratando los 

productos agrícolas y/o contribuyendo a la disponi-

bilidad de divisas por el aumento de las exportacio-   

nes o la sustitución de las importaciones de origen 

agrario. Segundo, la medición de sus efectos direc-    

tos sobre quienes han recibido tierras, implica esti-   

mar la corriente futura de ingresos netos que esas 

tierras son capaces de generar, lo que supone for-  

mular hipótesis sobre precios y rendimientos futu- 
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ros, necesariamente sujetas a un fuerte margen de  

error. Finalmente, el ejercicio ‒si se quiere hacer   

bien‒ implica una evaluación de bienestar de los 

efectos de la reforma sobre la distribución del in-  

greso, terreno extraordinariamente delicado en el cual 

no se dispone de criterios seguros con los que operar.  

Nada de esto intentaremos aquí. Nuestra inten- 

ción es simplemente establecer el número de per-  

sonas que se han beneficiado directamente de la re-

forma a través de acceso a tierra, para compararlo 

después con la población que depende de la agri-

cultura.  

Pero incluso esta meta modesta presenta gran-    

des dificultades. De un lado, son muy distintas las 

formas y grados en que los adjudicatarios de tierras     

se han beneficiado, especialmente debido al carácter  

no distributivo de la reforma. De otro lado, las ci-     

fras de beneficiarios dadas por la Dirección General   

de Reforma Agraria (que es la principal fuente dis-

ponible) no discriminan entre los diferentes grados       

y maneras en que los adjudicatarios se han beneficia-

do, y tienden a inflar sistemáticamente los alcances    

de la reforma.  

Todo lo que podemos hacer, en consecuencia, pa- 

ra avanzar algunos pasos en este terreno, es presen-    

tar varias cifras correspondientes a distintos supues-   

tos e interpretaciones del término "beneficiario". Pa-   

ra desbrozar el  camino,  es conveniente comenzar con    
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una clasificación de las formas posibles en que los 

adjudicatarios se han beneficiado de la reforma.  

1. Tipos  

Podemos considerar cuatro categorías generales   

de beneficiarios:  

 

Trabajadores estables  

Son aquellos que han sido incorporados como so-

cios de las distintas "Formas empresariales" y que dis-

frutan de un empleo remunerado permanente en ellas. 

Naturalmente, hay grandes diferencias: no es lo mis- 

mo ser socio de una cooperativa rica que de otra po-

bre, además, algunos trabajadores estables tienen (so-

bre todo en la sierra) una parcela en posesión pri-    

vada dentro del territorio adjudicado a la empresa, 

mientras que otros no la tienen. El principal benefi-   

cio que han recibido estos adjudicatarios es su dere- 

cho a un empleo asalariado estable en las empresas 

creadas por la reforma y la participación en los ex-

cedentes y servicios que estas puedan proporcionarles 

(que hasta la fecha no han sido en general muchos). 

Ex-feudatarios  

Consideramos aquí a aquellos campesinos ‒en su 

mayoría ex-colonos o ex-pequeños arrendatarios de   

las haciendas expropiadas‒ que han sido inclui-        

dos como socios de las nuevas empresas o como 

miembros de grupos campesinos adjudicatarios de  
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tierras, pero sin gozar de un empleo asalariado es- 

table. El principal beneficio recibido por estos cam-

pesinos es la posesión libre de las tierras que ya 

conducían como feudatarios; solo en pocos casos la 

reforma ha puesto a su disposición tierras adicio-  

nales. Es frecuente que trabajen ocasionalmente co-  

mo asalariados eventuales para las empresas.  

Comuneros  

Se incluyen aquí (siguiendo el usa de la Di-  

rección General de Reforma Agraria) a todas las 

familias comuneras de las comunidades que han re-

cibido tierras en adjudicación o que han sido aso- 

ciadas a SAIS. En el primer caso, los terrenos ad-

judicados ‒en su inmensa mayoría pastos naturales‒ 

han servido para ampliar (aunque muy limitadamen-  

te, pues las adjudicaciones a comunidades han sido 

poco significativas) el acceso de los comuneros a 

tierras. En el segundo caso, los beneficios obtenidos 

por los comuneros como resultado de la asociación     

de la comunidad a una SAIS han sido sumamente 

reducidos a nulos, con la excepción quizás de las co-

munidades socias de las gran des SAIS de la sierra 

central (Túpac Amaru, Cahuide y Pachacutec), don-   

de han sido algo mayores aunque también peque-     

ños. Merecen una mención especial las adjudicacio-   

nes (de buenas tierras de riego) a las comunidades      

de los valles del Chira y el Bajo Piura en el depar-

tamento de Piura, que han dado lugar a la creación     

de empresas comunales y cooperativas comunales.  
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Estas son empresas centralizadas, con trabajadores es-

tables, que por su semejanza con las CAPs costeñas    

es preferible agruparlas con ellas. En el cuadro 6,       

los trabajadores estables han sido considerados co-    

mo tales, mientras que el resto de los comuneros, que 

figuran también como beneficiarios en las estadísti-  

cas oficiales, han sido incluidos en el grupo de "co-

muneros", y forman la mayor parte de los 14.4 miles  

de comuneros beneficiarios de la costa.  

 

Adjudicatarios individuales  

Se trata de los beneficiarios que han recibido tie-

rras en propiedad, con título individual. Según la      

Ley de Reforma Agraria (Arts. 78º y 79º) , las ad-

judicaciones a personas naturales deben ser hechas     

en extensiones consideradas como "unidades agrí- 

colas familiares", o sea una cantidad de tierra ca-      

paz de: "a. Absorber toda la fuerza de trabajo de          

la familia y no requerir el empleo de mano de          

obra extraña, salvo en determinados periodos de          

la campaña agrícola y en proporción no mayor a          

la cuarta parte de 1a capacidad de trabajo anual           

de la familia; y b. Proporcionar al agricultor un    

ingreso neto suficiente para el sostenimiento de la 

familia y cumplir con las obligaciones correspondien-

tes a la compra de la parcela y acumular cierto    

margen de ahorro", La Dirección General de Refor-  

ma Agraria estimó el tamaño de la u.a.f. entre 3.5         

y 4.0 Ha. de riego de la costa.  No obstante, no siem-  
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pre se ha aplicado este criterio, habiéndose realiza-     

do abundantes adjudicaciones individuales de parce-  

las inferiores a la u.a.f. En el caso de los adjudica- 

tarios individuales, el beneficio es claro: el acceso a 

tierras en propiedad. Aun cuando la mayor parte de 

estos beneficiarios tenían ya posesión de alguna tie-  

rra, la reforma les ha ampliado su acceso a esta en    

una proporción mayor que a los ex-feudatarios.  

No sin dificultades, hemos podido estimar el nú-

mero de familias adjudicatarias en cada uno de es-     

tos grupos y el promedio correspondiente de tierra    

por familia beneficiaria (en Ha. estandarizadas). Los 

resultados se muestran en el cuadro 6, que sugiere     

los siguientes comentarios:  

1. Los comuneros son los más numerosos, un 38.3% 

del total. En términos de tierras son, sin embargo,        

el grupo menos beneficiado: el promedio de Ha. (es-

tandarizadas) por beneficiario en este grupo es un 

quinto del promedio general y un séptimo del prome-

dio de los otros tres grupos considerados conjunta-

mente. La explicación reside en la poca tierra que, 

como vimos, se adjudicó a las comunidades ‒sobre las 

que han tenido preferencia los ex-feudatarios‒ y a la 

práctica de la Dirección General de Reforma Agra-    

ria de considerar como beneficiarios a todas las fa-

milias de una comunidad por muy pocas tierras que      

a ella se le adjudiquen o por pequeñas (o nulas) sean  

las ventajas derivadas de su asociación a una SAIS.  
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2. Como resultado de la política antidistributiva 

mencionada, los adjudicatarios individuales consti-

tuyen el grupo más pequeño, con un 9.4% del to-       

tal. En promedio han recibido una cantidad de tie-      

rra por beneficiario menor de la calculada para la  

u.a.f.: 2.6 frente a 3.5-4.0 Ha. estandarizadas; sin em-

bargo, son quienes tienen el promedio más alto, des-

pués de los trabajadores estables.  

3. Algo más de una cuarta parte del total de be-

neficiarios, cerca de cien mil, o sea alrededor del        

6% de la Población Económicamente Activa en la 

Agricultura, son trabajadores estables de las nuevas 

empresas. La mayoría se encuentra en las empre-       

sas de la costa; los trabajadores estables en las em-

presas de la sierra y la ceja de selva son pocos: al-

rededor de diecisiete mil. Es a este grupo al que en 

promedio le ha correspondido una mayor cantidad      

de tierras por trabajador: 3.8 Ha. estandarizadas.  

4. La mayor parte de los ex-feudatarios (y de los 

comuneros) beneficiarios se encuentran ‒como era      

de esperar‒ en la sierra y la ceja de selva.  

 

2.  Población beneficiada  

Vistos los distintos tipos de beneficiarios y esti-

mados sus respectivos números, podemos ahora in-

tentar calcular la significación de la reforma agraria     

en términos del porcentaje de la población agrope-

cuaria beneficiada. Se nos presentan tres dificultades.  
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Está, en primer lugar, 1a propia heterogeneidad    

de los adjudicatarios y las formas y grados distintos    

en que se han beneficiado. ¿Es razonable tomar sin 

crítica la cifra oficial de familias beneficiadas, su-

mando indiscriminadamente, por ejemplo, al comu-

nero cuya comunidad fue incorporada como socia de 

una SAIS de la que no recibe ni tierra ni ganado ni 

trabajo estab1e ni excedentes ni servicios, junto con    

el trabajador sin tierras que fue incorporado como  

socio de una próspera CAP costeña, de la que per-   

cibe un salario estable, seguridad social y otros ser-

vicios, o junto con el adjudicatario individual que re-

cibió cuatro Ha. de riego? Claramente no. Esta su-     

ma indiscriminada, omnicomprensiva, lleva a una so-

breestimación de los alcances de la reforma.  

En segundo lugar, las estadísticas oficiales conta-

bilizan los beneficiarios en familias y no en trabaja-

dores. Esto resulta razonable cuando se adjudican 

unidades agrícolas familiares, que se supone pueden 

proporcionar empleo e ingresos netos adecuados pa-   

ra absorber la capacidad de trabajo y cubrir las ne-

cesidades de toda la familia; pero no, en cambio, 

cuando el beneficiario lo es por haber sido incorpo- 

rado como trabajador estable de una empresa, en cu-  

yo caso sólo el jefe de familia resulta empleado, o 

cuando la cantidad de tierra puesta a disposición de     

la "familia" beneficiaria no alcanza para emplear ple-

namente (a un nivel de productividad razonable)         

su  capacidad  laboral  ni  cubrir  sus  necesidades.  Es  
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cierto que cualquier ingreso adicional (así como tam-

bién seguramente cualquier demanda de trabajo, al 

menos en el caso de los productores independientes) 

que la reforma agraria proporcione a los beneficia-  

rios, alcanzara no solo al cabeza de familia sino tam-

bién a los demás miembros del hogar, y en este sen- 

tido beneficiará a toda la familia. Pero esto es sim-

plemente el resultado de que la familia es la uni-       

dad ultima de gasto y, particularmente cuando se     

trata de productores agrarios independientes, también 

de división del trabajo y generación de ingreso. In-

terpretarlo en el sentido de que en todas las adjudi-

caciones todos los miembros de la familia pueden      

ser considerados, (en un sentido significativo), como 

beneficiarios, es sacar las casas de su lugar, deva-

luando al mínimo la significación de beneficiario, un 

desquiciamiento que infla el alcance efectivo de la 

reforma.  

Finalmente, si comparamos la cifra de beneficia-

rios ‒como quiera que éstos se midan‒ con la tota- 

lidad de la población agropecuaria (medida en fa-

milias, trabajadores a personas), para dar una medi-    

da de la cobertura de la reforma, implícitamente es-

tamos suponiendo que toda la población agropecua-   

ria es de pleno derecho beneficiaria potencial, o, di- 

cho en otros términos, que toda necesita por igual      

los ingresos adicionales que aquella pueda proporcio-

nar. Esto no es cierto. Claramente no lo es en el       

caso  de  los  terratenientes  (quienes  forman  también  
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parte de la población agropecuaria): la reforma se    

basa precisamente en el principio de que gozan en 

exceso (en comparación con el resto de la población 

agropecuaria) de ingresos y/o derechos sobre la tie-  

rra. Pero hay también otros sectores ‒medianos pro-

pietarios, campesinos ricos‒ a quienes aun cuando la 

reforma no esté dispuesta a expropiar tampoco ten-   

drá intención de beneficiar. La significación de la 

reforma debe medirse, por tanto, no en relación a         

la población agropecuaria total sino a la que no tie-    

ne tierras o las tiene en cantidad insuficiente.  

El problema consiste, entonces, en determinar    

cuál es la cantidad de tierra que se considera sufi- 

ciente y quienes y cuantos están por debajo de ella.    

La Ley de Reforma Agraria (Art. 84°) sentó un cri-

terio: además de ser peruano, campesino, jefe de fa-

milia y no menor de dieciocho años, para poder ser 

beneficiario se requiere no tener tierras o tener me-   

nos de la u.a.f. Pero, para un país con escasez de   

tierras como el Perú, este es quizás un criterio de-

masiado generoso. Hemos preferido utilizar otro al-   

go más restrictivo, considerando como población agro-

pecuaria necesitada de reforma agraria aquella que     

no tiene tierra o que la tiene en cantidad inferior a        

3 Ha. en la costa y 5 Ha. en la sierra y en la selva.
16

 

  
16. Estas cifras son en Ha, simples. Desgraciadamente,       

el Censo Agropecuario presenta la información en una ma-     

nera que no permite determinar el número de productores         
por tamaños en Ha. estandarizadas.  

Hylre  van  de  Wetering  (en  La  reforma  agraria:  un  en-  
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Dadas estas dificultades, lo mejor que se puede 

hacer es presentar distintos estimados, correspondien-

tes a distintos criterios y con diferentes significados. 

Consideraremos tres.  

 

Primer criterio  

Es el más simple y directo de todos. Consiste en 

considerar como "familias beneficiarias" al número    

de u.a.f. que caben en las tierras adjudicadas. Indi-    

ca, por tanto, la cantidad hipotética de familias que      

se hubieran beneficiado si todas las tierras se hubie-   

sen repartido en u.a.f., o, equivalentemente, la capa-

cidad de la reforma para asentar familias en terre-     

nos agropecuarios, con un nivel adecuado de empleo    

e ingresos. Considerando una u.a.f. de 3.5 Ha. es-

tandarizadas, el número de "beneficiarios" resultante  

es de 200.7 mil familias.  

Podemos comparar esta cifra con la de familias 

agropecuarias, que es de 962.3 miles, y la de fami-   

lias agropecuarias necesitadas, que es de 637.9 mi-

les.
17

  Según  este  criterio  la  reforma  ha  "beneficia-  

 
foque dirigido a medir su impacto en la economía provin-      

cial, Ministerio de Agricultura, Lima, 1970) estimó en 462.8 
miles las familias calificables como beneficiarias de acuer-         

do a los criterios de la Ley. Su estimado, anterior a los         

Censos de Población y Agropecuario de 1972, difiere bas-     
tante del nuestro, que es de 637.9 mil familias.  

17. Las familias agropecuarias se han calculado multi-

plicando el número total de familias del país en 1972, que      
es  2'133.7 miles  (estimado por  Carlos Amat y León y Hec-  
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do" a un 20.9% de las familias agropecuarias y al 31.5% 

de las que necesitaban tierras.  

 

Segundo criterio  

 

Es el más generoso y sigue la interpretación im-

plícita en las estadísticas oficiales. Consiste en incluir  

a todos los beneficiarios y considerar una familia por 

beneficiario. Indica la cantidad de familias que se     

han visto envueltas en el proceso de reforma agra-     

ria como adjudicatarias, independientemente de los 

beneficios reales obtenidos. Según este criterio, el 

37.4% de las familias agropecuarias y el 56.4% de las 

necesitadas de tierras se han "beneficiado" de la re-

forma.  

 

 
tor León, a partir del Censo de Población de 1972 y ENCA,       
en Estructura y niveles de ingreso familiar en el Perú, Mi-

nisterio de Economía y Finanzas, Lima, 1977), por el por-  

centaje de la Población Económicamente Activa ocupada en       

la agricultura en 1970, que, según la Dirección General de 

Empleo del Ministerio de Trabajo, era e1 45.1%. Los erro-        

res introducidos por la elección de fechas anteriores a la fi-
nalización de la reforma tienden a compensarse, pues si          

bien el total de familias ha crecido desde 1970 ha disminui-       

do en cambio la PEA agropecuaria en proporción a la total.  
Las familias necesitadas se han calculado deduciendo del 

total de familias antes obtenido los productores agropecua-      

rios ‒según la definición del Censo: los titulares con respon-

sabilidad de manejo de la unidad agropecuaria, sólo se han 

considerado las personas naturales‒ con más de 3 Ha. en la    

costa y más de 5 Ha. en la sierra y la selva.  
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Tercer criterio  

Consiste en contabilizar los beneficiarios en tér-

minos de trabajadores, en lugar de familias, incluyen-

do a todos aquellos que se han beneficiado como 

trabajadores estables de las empresas, más la capa-

cidad de absorción de trabajadores (con un nivel de 

productividad razonable) de todas las tierras adjudi-

cadas que no corresponden a los estables. Este cri-

terio trata, pues, de medir la capacidad de genera-
ción de empleo que ha tenido la reforma. El nú-  

mero de "beneficiarios" resultante es de 246.4 miles 

de trabajadores.
18 

 
18. La capacidad de absorción de trabajadores de las 

tierras adjudicadas que no corresponden a los trabajadores 
estables de las empresas se ha calculado de la siguiente ma-
nera: 1. Hemos obtenido las tierras (en Ha. estandarizadas)  
que no corresponden a estables, sumando todas las tierras 
adjudicadas a formas no empresariales, más dos tercios de     
las descentralizadas adjudicadas a formas empresariales (ba-   
jo el supuesto de que el otro tercio son terrenos utilizados     
por los propios trabajadores estables), lo que da un total         
de 337.9 mil Ha. estandarizadas. 2. Hemos dividido la cifra 
anterior entre la dimensión de la u.a.f. (considerada como     
3.5 Ha. estandarizadas) para obtener la capacidad de absor- 
ción de trabajo familiar de esas tierras, lo que da 96.5 miles   
de unidades familiares de trabajo. 3. Hemos convertido la   
cifra anterior en trabajadores, multiplicándola por la rela-    
ción entre el total de trabajadores agropecuarios (obtenidos   
del Censo de Población) y el total de familias agropecuarias 
antes hallado, relación que es 1.547, obteniéndose así una    
cifra de 149.3 miles de trabajadores. Esta última cifra, su- 
mada a los 97.1 miles de trabajadores estables de las nue-     
vas empresas, da una capacidad de la reforma de absorción    
de trabajo, medida en trabajadores, de 246.4 miles.  
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Comparando esta cifra con el número total de 

trabajadores agropecuarios (que es de 1'488.4 miles 

según el Censo de Población de 1972) y con los 

trabajadores agropecuarios necesitados de tierra-em-

pleo, que son 986.8 miles.
19

 la capacidad de la re- 

forma para generar directamente empleo adecuado 

equivale al 16.6% de los trabajadores agropecuarios     

y al 25.0% de aquellos que lo requerían.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
19. Calculados multiplicando el número de familias agro-

pecuarias necesitadas por la relaci6n entre el total de tra-

bajadores agropecuarios y el de familias agropecuarias.  
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bidas. Expondremos, primeramente, los mecanismos 

financieros involucrados, para después cuantificarlos   

y tratar de medir su significación, después de lo       

cual veremos el destino de los fondos pagados por     

los adjudicatarios y la cuestión de su transferencia a    

la industria a través del FOFIPEI; concluiremos con 

algunos comentarios sobre la condonación.  

 

1. Mecanismos financieros  

La reforma tiene dos momentos claramente di-

ferenciados: la expropiación, por la cual el Estado 

compra (forzosamente) las tierras y otros bienes 

agrarios a los terratenientes, convirtiéndose en pro-

pietario de los mismos y comprometiéndose a pagar   

un precio por ellos; y la adjudicación, por la cual el 

Estado vende esos bienes, que ahora son suyos, a los 

adjudicatarios, quienes se comprometen a pagarle     

por ellos un precio (fijado por el Estado). Hay, pues, 

dos operaciones separadas de compra-venta, con dos 

precios y dos formas de pago propios.  

El precio para la primera compra-venta (o "va-

lorización con fines de expropiación" en la termino-

logía administrativa), o sea la indemnización que 

recibirá el terrateniente, se fija de acuerdo al auto-

avalúo que con fines impositivos presentara el pro-

pietario en 1988 o el precio correspondiente a la úl-

tima transferencia de dominio si no se presentó de-

claración fiscal.  Siempre que se trate de predios arren-  

 

 

III  
 

FLUJOS  FINANCIEROS  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

AL FINALIZAR 1979, mediante el D.L. 22748 del 14    

de noviembre se decreta la condonación de la deu-     

da agraria. La condonación fue solo parcial: se exi-  

mia a los adjudicatarios de cancelar los saldos pen-

dientes a partir del año 1980, pero el Estado seguía 

obligado a pagar las indemnizaciones a los ex-

propietarios. A pesar de la condonación y de que       

los flujos financieros envueltos en la reforma agraria 

tienen, como veremos, poca significación macroeco-

nómica, no podemos dejar de referirnos a ellos en    

esta evaluación cuantitativa, sobre todo porque han 

dado pie ‒aunque ahora ya no tanto‒ a una serie         

de interpretaciones equivocadas sobre cuestiones co-

mo la descapitalización de la agricultura o la ca-

pacidad de la reforma para convertir a los terrate-

nientes en industriales, por la inversión en la indus- 

tria,  con  apoyo  oficial, de  las  indemnizaciones  reci-  
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dados o explotados por feudatarios, se capitaliza, en    

el primer caso al 6% y en el segundo al 9%, la ren-      

ta líquida declarada con fines impositivos. El gana-    

do y las plantaciones permanentes se valorizan de 

acuerdo a un peritaje técnico; la maquinaria y las 

instalaciones según su valor castigado en libras
20

. En-   

tre los distintos métodos posibles para fijar la indem-

nización ‒valor real, valor fiscal, rendimiento ac-     

tual y rendimiento potencial 
21

‒ la Ley eligió aquel     

‒el valor fiscal‒ que resulta menos conveniente pa-     

ra los terratenientes. La valorización fue, en conse-

cuencia, como veremos más adelante, bastante baja.  

 

La forma de pago de la indemnización es al con-

tado y en bonos. Los bonos son de tres tipos: Tipo      

A: 6% interés, 20 años vencimiento; Tipo B: 5% inte-

rés, 25 años vencimiento; y Tipo C: 4% interés, 30  

años vencimiento. Los casos de pago en efectivo y     

en las distintas clases de bonos se muestran en el 

cuadro 7. Es claro ‒más tarde veremos la informa-  

ción numérica‒ que la mayor parte del precio se      

paga  en  bonos.  Estos  son  nominativos  e  intransferi-  
 

20. Las normas sobre valorización están contenidas en el 
Título V de la Ley de Reforma Agraria.  

21. Ver un análisis teórico de esta cuestión y la practica 

seguida en la legislación de reforma agraria peruana anterior    
al gobierno militar en José Maria Caballero, Aspectos finan-

cieros en las reformas agrarias: elementos teóricos y expe-

riencias históricas en el Perú, Publicaciones CISEPA, Docu-
mento de Trabajo Nº 25, Pontificia Universidad Católica del 

Perú, Lima. 1975 (mimeo).  
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bles, su servicio (amortización e intereses) se paga     

en efectivo hasta un equivalente a 150 sueldos mini- 

mos vitales establecidos para la provincia de Lima       

y la diferencia en acciones "D" de COFIDE
22

. Los 

bonos pueden ser descontados en el Banco Industrial 

"cuando ellos sirvan para financiar hasta el cincuen-    

ta por ciento del valor de una empresa industrial 

debidamente calificada, a la cual el tenedor o tene-

dores de los bonos aporten en efectivo el otro cin-

cuenta por ciento del valor de dicha empresa" (Art. 

181º). Con este propósito se crea un fondo de fi- 

deicomiso en el Banco Industrial, denominado Fon-   

do de Financiación para la Promoción de Empre-       

sas Industriales (FOFIPEI), encargado de formar las 

empresas industriales públicas con cuyas acciones se 

pagaría el servicio de los bonos y de financiar los 

descuentos de los bonos, al cual deberían acudir los 

pagos realizados por los adjudicatarios al Estado más 

una aportación del Tesoro Público "no menor del 1% 

del Presupuesto Funcional de la República" (Art. 

176°).
23

  

 
22. Originalmente la Ley preveía el pago de esa dife- 

rencia en acciones de empresas industriales públicas (existen-

tes o por crearse con los fondos de FOFIPEI). Posteriormen-  

te, sin embargo, tras la creación de COFIDE, se dispuso la 
creación de este tipo de acciones especiales, que gozan de      

un dividendo residual, después de haber sido pagados los       

de las demás series (si quedan saldos), son nominativas y    

sólo transferibles después de 10 años. Según parece, hasta       

la fecha no han pagado dividendos.  

23. Este aporte presupuestal nunca se llevó a la práctica.  
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En e1 otro lado, el de las adjudicaciones, la Ley   

no determina el método de valorización, solo indi-      

ca que se fijara en función de "la capacidad econó- 

mica de la unidad agrícola materia de la adjudica-  

ción" y que "en ningún caso el precio de adjudica-   

ción será mayor que el valor de expropiación de         

los bienes". La práctica seguida por la Dirección Ge-

neral de Reforma Agraria ha sido valorizar las tie-    

rras de acuerdo a su calidad (según el método de-

nomina do de "La hectárea representativa", tratándose 

de tierras de cultivo, y de "muestreo al paso", tra-

tándose de pastos naturales), guiándose en general     

por el valor de expropiación para los demás activos.  

Los adjudicatarios tienen que cancelar el pago      

en montos monetarios iguales, extendidos en veinte 

años.  Se incluye aquí el valor de los bienes adjudi-

cados más los intereses.  Estos, que no son altos, va-

rían según el tipo de bien adjudicado y según la re- 

gión natural en que se encuentre el predio.
24

 La 

Dirección General de Reforma Agraria puede discre-

cionalmente conceder una moratoria de hasta cinco 

años para el pago de la amortización (pero no de        

los intereses). Los adjudicatarios efectúan el pago        

al Banco Agrario (ex Banco de Fomento Agropecua-

rio). Hasta julio de 1975, fecha en que desapareció      

el  FOFIPEI, el  Banco  Agrario  transfería  a  este  los  

 

24. Con información para finales de 1973 hemos calcu-

lado que los intereses elevan en promedio el pago de los 

adjudicatarios en un 61%.  
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fondos procedentes del pago de los adjudicatarios. 

Posteriormente a esa fecha esos fondos pasaron a for-

mar parte del capital del Banco.  

 

2. Cuantificación  

Debemos examinar ahora algunos datos cuantita-

tivos sobre los flujos financieros arriba descritos. He-

mos reunido los más importantes en los cuadros 8        

y 9. Estos, más algunos datos adicionales que ire-    

mos presentando, permiten hacer varios comentarios:  

1. El monto total de las indemnizaciones ‒algo  

más de quince mil millones de soles‒ es bastante 

pequeño: aproximadamente la mitad de los présta-   

mos totales del Banco Agrario en un solo año: 1977,    

y sólo un 20% superior al monto de la inversión pú-

blica en irrigaciones en 1978. Además, solamente una 

cuarta parte ha sido pagada en efectivo; el resto lo      

ha sido en bonos, que tienen plazos de vencimien-       

to muy largos, tasas de interés muy bajas (al menos 

cinco o seis veces inferiores a las tasas actuales de 

interés en depósitos a plazo fijo) y cuyo servicio      

sólo es pagado parcialmente en efectivo (al 31/12/77  

se habían emitido acciones "D" de COFIDE para         

el pago del servicio de la deuda agraria por valor        

de 1,014'8 millones de soles).  

2. El monto pagado (en efectivo y bonos) por      

Ha. es bajo. Si se dividen los 12,897.3 millones de 

soles en que se valorizaron las tierras más plantacio-

nes,  construcciones,  maquinaria,  etc. entre  las  702.3  



 
 

 
CUADRO 8 

Indemnizaciones pagadas a expropietarios al 

 31 de julio de 1979 

(en millones de soles) 

 

 
Monto total 

pagado  

Monto según 

forma de pago 

Tierras y otros activos  

(menos ganado) 12,897.3 
 

Ganado  2,298.8   

Efectivo       3,778.2  

   (por ganado)            (2,298.8) 

   (por tierras, plantaciones, 

    construcciones, etc.) 
          (1,479.4) 

Bonos   11,408.6  

Pagarés   9.3  

Total  15,196.1  15,196.1  

 
Fuente:  

Ministerio de Agricultura y Alimentación. Dirección General de Re-

forma Agraria y Asentamiento Rural, Oficina de Registro, "Reforma 

Agraria en Cifras", Documento de Trabajo Nº 07-79, Lima, 1979.  

 

Notas:  

1. Se incluyen las indemnizaciones pagadas sobre las expropiaciones 

anteriores a la vigencia del D.L. 17716.  
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miles de Ha. estandarizadas adjudicadas,
25

 resulta       

un precio implícito algo superior a los dieciocho mil 

soles por Ha. estandarizada, que es sin duda suma-

mente reducido. Precios alrededor de este consigna     

el Arancel de Areas Rústicas (cuyas estimaciones son 

generalmente bajas) para tierras de riego de calidad 

intermedia en la costa para 1967, sin considerar,        

por supuesto, las plantaciones, construcciones y ma-

quinaria que las acompañen. En la actualidad, el   

precio para tierras de riego en producción en la cos-    

ta es más de diez veces superior.  

 

3. Hay una importante con contracción de la deu-

da, reflejo de la concentración económica que exis-    

tía dentro de la agricultura latifundista. Así, por 

ejemplo, la deuda correspondiente a los grupos: Gil-

demeister, Grace, Izaga, de la Piedra, Pardo y Ro- 

mero, propietarios de grandes negociaciones agríco-  

las en la costa (y algunas en la sierra), asciende a 

4,663.5  millones  de  soles,  más  del  30%  del  total.
26

 

 
25. Esta división tiene el defecto de que en el numera-   

dor se considera el valor de las tierras expropiadas y en el 
denominador el número de Ha. adjudicadas, Las fechas ade-

más no coinciden. Pero sirve al menos como referencia to-    

pe; de haberse podido disponer de la información adecuada      
y si no incluyésemos mas que el valor de la tierra, el pre-      

cio resultante sería segura mente más de un 30% inferior, al-

rededor de los doce mil soles por Ha,  

26. Tenemos datos de las indemnizaciones a los propie-

tarios, par rangos de valor, para las expropiaciones realizadas 

hasta setiembre de 1973. El 88.6% de la deuda correspon-     
día  a  indemnizaciones  por  encima de  veinte millones de  so-  
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Según el Padrón de Deuda Agraria del Ministerio de 

Agricultura, al 31 de diciembre de 1977, las 21 em-

presas mayores, con valores de adjudicación (inclu-

yendo intereses) por encima de cien millones de so-    

les ‒las CAPs: Casagrande, Pucalá, Tumán, Para-

monga, Pomalca, Cartavio, Laredo, San Jacinto, Ma-

llares, Limoncerro, Herbay, Andahuasi, Gigante, La 

Molina y Talambo; las SAIS: Cahuide, Pachacutec, 

Túpac Amaru, José Carlos Mariátegui, Tahuantinsu-   

yo y la Comunidad Campesina San Juan Bautista        

de Catacaos‒ sumaban en total 6,964.1 millones de 

soles, que equivalían al 42.64% del valor total de       

las adjudicaciones (incluyendo intereses) a esa fecha.  

 

4. El monto total pagado por los adjudicatarios, 

2,386.1 millones de soles al 30/9/78, es también bas-

tante bajo. Este monto, que se refiere a todos los   

pagos acumulados hasta esa fecha, solo llega a al-

rededor del uno por ciento de los ingresos corrien-     

tes del Estado en 1978. Su significación macroeco-

nómica es, pues, muy escasa, y cada vez menor por      

la combinación de una alta tasa de inflación con    

pagos no reajustables. Sin embargo, desde el punto     

de vista de las empresas, las cuotas de la deuda agra-  

ria han supuesto a menudo considerables sacrificios, 

debido  especialmente  a  la  baja  rentabilidad  empre-  

 
les. Estos datos están, sin embargo, sesgados, pues durante     
los primeros años de la reforma, entre 1969 y 1973, fue  

cuando se expropiaron las haciendas más grandes y ricas;       

los  fundos  más  pobres se expropiaron en su mayoría después,  
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sarial. En un trabajo de campo que el equipo de 

investigaci6n sobre reforma agraria del Instituto de 

Estudios Peruanos realizó en la segunda mitad de  

1978, recogiendo información sobre este tema de 67 

empresas de costa y sierra, comprobamos que para      

la muestra de empresas de la costa (36 empresas,        

no se incluyen las cooperativas agroindustriales), en 

promedio, para los años 1976 y 1977, el pago de la 

deuda agraria era alrededor del 40% del remanente 

bruto (o sea de las utilidades brutas), y para las 

empresas de la sierra (31 empresas) alrededor del    

36%.  

5. La distribución de los valores adjudicados y de 

los montos cobrados entre los distintos tipos de ad-

judicatarios es bastante desigual.
27

 Las cifras del  

cuadro 9 muestran que las cooperativas agroindus-

triales (12 en total) son el grupo más importante,      

con cerca del 40% del valor de todas las adjudica-

ciones y de todas las cobranzas.
28

 Muestran, tam-   

bién, que las cooperativas de la costa (agroindustria-  

les  y  otras) concentran  alrededor de  las  tres  cuartas  

 
27. Desgraciadamente no hemos dispuesto de información 

sobre los valores de adjudicación, según modalidad, para fe-

cha posterior a 1975. La mayor proporción de adjudicacio-    
nes a grupos campesinos en años recientes debería hacer au-

mentar el porcentaje correspondiente, pero en general las ci-

fras para diciembre de 1975, mostradas en el Cuadro 9, son 
bastante representativas.  

28. A partir de 1976, debido a la crisis de la industria 

azucarera, la mayor parte de estas cooperativas dejaron de 
pagar la deuda.  
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partes de la deuda y los pagos, y que e1 peso de los 

valores adjudicados individualmente 
29

 y a comuni-

dades campesinas es insignificante. Es interesante la 

muy desigual distribución de valores por beneficia-   

rio; corrobora lo que indicamos en el capítulo ante-  

rior sobre desigualdad de los beneficios derivados de  

la reforma. Así, por ejemplo, el bajísimo valor de 

adjudicación por "beneficiario" comunero o de grupo 

campesino, al igual que la fuerte diferencia entre la 

costa y la sierra, reflejan la manera extremadamen-     

te amplia en que la información oficial define a los 

beneficiarios. 

  

3. Transferencia de capitales a la industria  

El mecanismo antes explicado de transferencia     

de las indemnizaciones a la industria, mediante el 

descuento de los bonos, ha dado lugar a que algu-     

nos autores ‒Quijano y Zaldívar, por ejemplo‒ in-

terpretaran la reforma agraria como una pieza de 

ingeniería social destinada a convertir a los terrate-

nientes en burguesía industrial y a capitalizar la in-

dustria a costa de la descapitalizaci6n de la agricul- 

tura.   Puede  que  no  se  equivoquen  en  cuanto  a  la  

 

29. El escaso valor de las adjudicaciones individuales se 
explica sobre todo porque en 1973 se les condonó la deuda 

(cuando se tratase de ex-feudatarios, beneficiarios del Título 

XV de la Ley, que era la mayor parte de los casos), y, a     
partir de esa fecha, las adjudicaciones de este tipo se hicie-   

ron en forma gratuita.  
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intención original del gobierno militar, pero los re-

sultados fueron distintos.  

La idea de la transferencia de las indemnizacio-   

nes a la industria no es nueva. Data, para el caso pe-

ruano, de una propuesta hecha por Mann y Blase,     

dos profesores americanos de la Universidad de Io-   

wa, que asesoraron al gobierno peruano a comienzos   

de los sesenta, y fue recogida en varios proyectos       

de ley.
30

 El propósito del D.L. 17716 al recogerla 

‒como se hizo claro en declaraciones oficiales de        

la época‒ fue sin duda facilitar la conversión de los 

terratenientes en burguesía industrial. Sin embar-       

go, el mecanismo sólo operó en forma tardía (el   

primer descuento autorizado lo fue ‒a Calixto Ro- 

mero‒ en 1973) y a una escala pequeña.  

De un lado, los fondos del FOFIPEI fueron, co-   

mo puede verse en el cuadro 10, bastante escasos:  

hasta finales de 1975, el conjunto de recursos reci-

bidos fue inferior a dos mil millones de soles. El  

Estado nunca cumplió la obligación, señalada en la 

Ley, de transferir al FOFIPEI el 1% del presupues-     

to estatal. De otro lado, los bonos no fueron acep-  

tados a su valor nominal (como también señalaba        

la Ley) sino castigados en función de la diferencia  

entre la tasa máxima de interés legal y la del bono        

y  del  tipo  de  prioridad  de  la  industria  a  la  que  la  

 
30. Sobre esta cuestión ver José María Caballero, Aspectos 

financieros..., op. cit.  
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CUADRO 10  

Recursos recibidos por el FOFIPEI hasta 1976 

(millones de soles)  
 

 Monto % 

Transferencias del  

Gobierno Central 
499.2  26.5  

Pago de adjudicatarios  

Reforma Agraria 
1,323.0  70.1  

Cobranzas de  

cupones vencidos 
16.2  0.9  

Otros  47.4  2.5  

Total  1,885.8  100.0  
 
Fuente:  

Wilfredo Su Flores et al, El crédito agrario en el Perú. Su aporte           

en el desarrollo económico, Banco de la Nación, Centro de Capaci-

tación, Perfeccionamiento, Lima. 1976. p. 68.  

 

 

CUADRO  11 

Valor neto recibido por los bonistas por mil soles en               

valor nominal de bonos de la deuda agraria 
 

 Tipo de prioridad de la industria  

Clase de bono Primera Segunda Tercera 

 

A 

 

801.2 

 

665.9 

 

562.0 

B 682.6 552.5 456.8 

C 564.3 449.2 367.4 

Fuente:  

Mariano Valderrama y Patricia Ludman, La oligarquía terrateniente 

ayer y hoy. Pontificia Universidad Católica del Perú. Lima. 1979. p, 59  
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inversión se destinaba, conforme a la tabla mostrada   

en el cuadro 11. Finalmente, las solicitudes recibi-    

das y tramitadas por el FOFIPEI fueron pocas y es-

tuvieron sometidas a retrasos y a un severo escruti- 

nio.
31  

El monto total de los bonos de la deuda agra-    

ria recibidos por el Fondo hasta 1976 ascendió a    

975.7 millones de soles, a su valor nominal, lo que  

sólo equivale a un 8% de valor del total de bonos 

emitidos a finales de 1978.  

Varias razones parecen dar cuenta del fracaso del 

FOFIPEI. En primer lugar, muchos propietarios          

ni siquiera recogieron los bonos que les correspon- 

dían. Segundo, existía un cierto desconocimiento so- 

bre qué hacer con los bonos y, además, los propie- 

tarios expropiados no siempre podían disponer del   

otro cincuenta por ciento que debían aportar para la 

inversión. Tercero, los bajos valores de las indemni-

zaciones limitaban de por si los posibles alcances de 

  
31. Las solicitudes tramitadas par el FOFIPEI hasta 1976 

fueron las siguientes:  
 

 N° Monto (mi- 

llones soles) 

 
Aprobadas  

En proceso evaluación  

Desistidas 
 

Total   

 
24 

17 

9 

— 
50 

 
724.5 

244.3 

255.7 
______ 

1,224.5 
 
Fuente:  

Wilfredo Su Flores et al, El crédito agrario... op. cit., p. 78).   
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la transferencia de recursos a la industria. Cuarto, 

durante todo este periodo la inversión industrial pri-

vada se mantuvo sumamente baja, especialmente la 

destinada a crear nuevas empresas. Por razones so-   

bre todo de desconfianza política, los empresarios in-

dustriales no quisieron invertir; más difícil era que 

invirtiesen los ex-terratenientes, que, gravemente 

afectados en sus intereses económicos por la refor-    

ma agraria, tenían menos confianza aún. Finalmen-     

te ‒y esta es quizás la razón más importante‒ no     

hubo una política agresiva del gobierno para promo- 

ver la conversión de los bonos. Al contrario, los re-

trasos en la reglamentación, los castigos impuestos a 

los valores nominales, la falta de información y la 

lentitud administrativa, muestran que, a pesar de        

los propósitos iniciales, el gobierno estuvo en la prác-

tica poco interesado ‒por razones sobre las que no 

interesa especular aquí‒ en promover la conversión    

de los terratenientes en burguesía industrial. Este 

mismo desinterés y el propio fracaso del FOFIPEI, 

hicieron que en julio de 1975, al expedirse el D.L. 

21227, los pagos de los adjudicatarios pasasen a for-

mar parte del capital del Banco Agrario.  

 

4. Condonación  

 

Mencionamos al comienzo de este capítulo que     

en diciembre de 1979 se condonaron los pagos pen-

dientes de los adjudicatarios. Presentadas las cifras,    

es  fácil  advertir  que  probablemente  la  razón princi-  
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pal de tal medida fue la escasa significación macro-

económica de esos pagos. Como vimos, todos los pa-

gos acumulados a setiembre de 1978 representaban 

alrededor del 1% de los ingresos fiscales corrientes    

de sólo ese año. Además, los principales deudores    

‒las cooperativas agroindustriales‒ habían entrado     

en crisis y no podían pagar. Si estimamos en quin-      

ce mil millones de soles la deuda pendiente (inclu-

yendo intereses), suponemos que su pago debería 

distribuirse en montos iguales durante los quince pró- 

ximos años y anticipamos una tasa de inflación del 

30% para esos años (supuestos conservadores), el va-

lor real actualizado de los pagos pendientes es de  

3,268 millones de soles (algo menos de doce millo-  

nes de dólares). Este es un estimado sesgado hacia 

arriba del costo de la condonación para el Estado; sin 

embargo es ‒macroeconómicamente‒ una cifra suma-

mente reducida.  

En tales circunstancias, la presión de los adju-

dicatarios en favor de la condonación de la deuda,
32

   

así como la que ejercieron las organizaciones popu-

lares agrarias y los partidos políticos de izquierda 

(sobre todo dentro de la Asamblea Constituyente),  

pudo encontrar eco dentro del gobierno, que vio pro-  

 

32. Motivada no sólo por los ingresos dejados de obte- 

ner, sino también ‒y quizás más importante‒ por el deseo       

de librarse de la tutela y control del Estado que pesa sobre     

las empresas, liberación que se asocia con la terminación de  

las obligaciones de pago.  
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bablemente aquí una oportunidad de mejorar su ima-

gen política ‒inmensamente devaluada‒ entre algu-  

nos sectores populares.  

No es en absoluto previsible que el nuevo gobier-

no que ocupara el poder en julio de 1980, con Be-

laúnde al frente, dé marcha atrás en esta medida.        

Lo que sí parece en cambio posible, visto sobre to-     

do el tenor de las intervenciones y propuestas de los 

partidos de la derecha sobre esta cuestión en la 

Asamblea Constituyente.
33

 es que se reemprenda en 

mejores condiciones (para los bonistas) el descuento   

de los bonos, se eleven sus tasas de interés, se pa-     

gue su servicio al contado, se permita su transferen- 

cia, se los acepte para el pago de impuestos y, qui-   

zás, se revalúen. El poder de los ex-terratenientes 

parece ser lo suficientemente fuerte como para obte- 

ner éstos ‒y quizás otros‒ beneficios del próximo go-

bierno. 

 

 

  

 

 
 
33. Puede consultarse sobre este punto el interesante fo-

lleto de Saturnino Acostupa y Ezequiel Urviola, El debate 

agrario en la Constituyente: APRA-PPC de espaldas al cam-
pesinado, Ediciones Populares Cesar Benavides, Lima, 1979.  
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habido cambios de cultivos, o se deben a variacio-    

nes en los rendimientos o en la superficie total sem-

brada. Finalmente ‒de gran importancia‒, es prác-

ticamente imposible aislar los efectos de la reforma 

agraria de otros debidos a cuestiones climáticas (se-

quías, por ejemplo) o a problemas de crédito, co-

mercialización y precios.  

Lo que sí es posible, en cambio, es hacer algu-    

nos comentarios generales, que ayuden a trazar una 

imagen gruesa de la relación entre reforma agraria        

y producción. Comenzaremos por ellos y después 

veremos cuál es la participación de las nuevas em-

presas en la producción. 

  

1. Observaciones generales  

No hay evidencia de que la reforma agraria ha-     

ya aparejado una caída significativa de la producción 

en las áreas afectadas. De un lado, el conjunto de         

la producción agropecuaria continuo creciendo duran- 

te los años setenta aproximadamente al mismo rit-     

mo (bastante bajo) al que había crecido en la se-   

gunda parte de los sesenta,
34

 y no hay razón para  

pensar que esto se explique porque un rápido creci-

miento de las áreas no reformadas compensara la   

caída de la producción en las reformadas, aunque         

sí  es  cierto  que  el  dinamismo  en  la  producción  pe- 

  
34. No profundizamos aquí esta cuestión, que es tratada 

detalladamente en los estudios de Raúl Hopkins y Elena 

Alvarez de este mismo proyecto de investigación.  

 

 

IV  
 

PRODUCCION  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

NO ES POSIBLE, por desgracia, evaluar directamente     

el impacto de la reforma agraria sobre la produc-    

ción. En primer lugar, ha pasado todavía muy po-       

co tiempo; algunas de las nuevas empresas llevan    

sólo uno o dos años operando como tales e incluso 

quedan todavía áreas por adjudicar. Segundo, las 

estadísticas no discriminan entre la producción en      

las áreas reformadas y no reformadas; lo único que     

se puede obtener son porcentajes para los años 1975     

y 1977, pero no se puede hacer un seguimiento de       

la producción y los rendimientos para los diferentes 

cultivos. Tercero, no se dispone de records para las 

haciendas expropiadas, que permitan comparar la 

producción antes y después de la reforma. Cuarto,    

con frecuencia no se puede determinar si la varia-    

ción en la producción de un cultivo en una cierta    

zona, donde dominen las áreas reformadas, obedece      

a  variaciones  en el  hectareaje  sembrado por  haber  
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cuaria (hasta 1976) se debió al fuerte crecimiento       

de la producción avícola y en menor medida de la 

porcina, sectores ajenos a la reforma. De otro lado,     

no era de esperar que la reforma agraria, dadas sus 

características, trajera consigo una importante caída   

en la producción: no hubo redistribución de la tie-     

rra, no ha habido abandono de áreas ni tampoco con-

tracción de la frontera agrícola; no ha habido expe-

rimentación (al menos en escala importante) en   

nuevas tecnologías o en otros campos en las nuevas 

empresas; y, por último, el Estado tomó el control      

de la producción en las haciendas expropiadas, con-

tinuándola, a través de los Comités Especiales de 

Administración,
35 

 y lo ha mantenido posteriormen-     

te en alto grado sobre las nuevas empresas, susti-

tuyendo hasta cierto punto el papel antes ejercido      

por los propietarios. Además, el crédito agropecua-   

rio, la mayor parte del cual se dirige a las áreas re-

formadas, ha crecido en términos reales durante la 

década, y se ha producido una modesta pero positi-    

va acumulación de capital en la agricultura durante  

este periodo, centrada sobre todo (pero no exclusi-

vamente) en las áreas reformadas.
36

  

 
35. Organos transitorios de administración de las hacien-

das expropiadas en tanto no se realiza la adjudicación. Es-    
tán normados en los artículos 69° a 73° de la Ley de Re-  

forma Agraria.  

36. Ver sobre esta cuestión Héctor Maletta y Jesús Fo-
ronda, La acumulación de capital en la agricultura peruana, 

Centro de Investigaciones de la Universidad del Pacifico, 

Lima, 1980.  
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Todo parece, pues, señalar que no ha habido       

una gran desestructuración de la agricultura y por   

tanto una importante caída de la producción. Si la 

agricultura peruana atraviesa una crisis profunda, co-

mo parece efectivamente ser el caso, esta es anterior     

a la reforma y obedece sobre todo a otras causas.  

Tampoco parece, sin embargo, que la reforma ha-

ya promovido el crecimiento de la producción agro-

pecuaria, ni que haya "saneado las bases" para tal 

crecimiento en el futuro. Testimonian en este sen-   

tido, además de las observaciones que acabamos de 

hacer, el carácter inestable y contradictorio de las 

nuevas empresas, donde los socios tienen pocos in-

centivos para producir, y la situación de abierta o 

latente crisis económica en que la mayor parte de    

ellas se encuentran.
37

 Estos problemas no son tran-

sitorios, derivados de que las empresas estén comen-

zando; obedecen, más bien, a su propia naturaleza,       

y no es por tanto de esperar que se resuelvan con         

el simple paso del tiempo. En general, las actuales 

empresas podrán probablemente sostenerse, pues su 

carácter contradictorio no acaba por destruirlas aun- 

que si las debilita (la situación es distinta para la 

mayoría de las empresas serranas), manteniéndose la 

producción de las áreas comprometidas a un nivel se-

mejante  al  actual.  Pero no  es  fácil  imaginar  que  es-  

 
37. Este tema será desarrollado en detalle en el estudio   

de José María Caballero sobre las empresas asociativas, que 

forma parte del presente proyecto de investigación.  
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tas empresas sean capaces de tener un ritmo de fuer-    

te crecimiento en el futuro. Como uno de nosotros      

ha afirmado en otro lugar.
38

 las nuevas empresas no 

constituyen "bases sanas" para el crecimiento capita-

lista de la agricultura peruana.  

La orientación general de la producción agrope-

cuaria durante el periodo de la reforma ha continua-   

do las tendencias que venían de antes:
39

 disminu-     

ción absoluta de la producción destinada a las áreas 

rurales y de los productos de "mercado restringido", 

fuerte crecimiento de la producción para el consu-     

mo agroindustrial; crecimiento también de los pro-

ductos destinados al consumo urbano directo, y caí-   

da de la producción para la exportación en favor        

del aumento de los dos rubros anteriores. Todo esto 

dentro de un crecimiento global bajo, estimado en 

1.8%, para el periodo 1969-76 (Alvarez, op. cit., cua-

dro 3). La orientación del crédito (por cultivos, re-

giones y tipos de préstamos) de las inversiones pú-

blicas (por regiones y tipo de inversión) y de la ex-

tensión agraria, tampoco se ha modificado en sus 

principales rasgos. Los parámetros generales de la 

agricultura no se han visto, pues, alterados por la 

reforma.  

 
38. José María Caballero, Agricultura, reforma..., op. cit., 

segundo ensayo.  

39. Ver sobre esta cuestión: Elena Alvarez Político agra-

ria, op. cit. y Héctor Maletta y Jesús Foronda, La Acumula-

ción... op. cit.   
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En resumen, en relación a la producción, la re-

forma agraria ha pasado sin pena ni gloria. Si, de un 

lado, no ha sumido a la agricultura en una situación     

de descalabro, de otro, tampoco ha servido para reac-

tivarla ni ‒parece‒ para sentar las bases de un futu-     

ro dinamismo. Este balance ‒es nuestra opinión‒ 

constituye en el fondo una carga en el pasivo y no      

en el activo del experimento reformista: la reforma     

fue propuesta por el gobierno militar como una alter-

nativa integral no solo de justicia sino también de cre-

cimiento para la agricultura, considerada como la in-

tervención que permitiría extraerla de su crisis se-   

cular y dotarla de perspectivas para el futuro. Todo 

parece indicar que este propósito no se ha logrado.  

 

2.  Participación en la producción  

 

Podemos estimar con mayor precisión estadística   

la participación de las nuevas empresas en la pro-

ducción. La información relevante se presenta en       

los cuadros 12 y 13
40

 y 
41

.  
 

40. Aun cuando la información en los cuadros no se re-

fiere a la totalidad de los cultivos, cubre al menos el 70%       

de la agricultura. Si se incluyesen todos los productos agrí-
colas, los porcentajes de la producción asociativa bajarían un 

poco, pues aquellos que han quedado fuera son en su mayoría 

cultivados en forma individual.  
41. Agradecemos a Javier Herrera por la elaboración del 

Cuadro 13, que permite por primera vez distinguir la impor-

tancia de los diferentes productores en el control de la pro-
ducción agropecuaria en el periodo post-reforma agraria.  



 

 

 
CUADRO  12 

 

Estructura de la producción asociativa y no 

asociativa según cultivos en 1977
a 

 
 

 
Asociativa  

%  

 

No asociativa 

% 

Producción  agrícola    
Arroz   26.4  73.6 

Papa   9.2  90.8 

Camote   24.0  76.0 

Yuca   0.7  99.3 

Maíz amiláceo  1.3  98.7 

Trigo   6.7  93.3 

Frejol   9.7  90.3 

Soya   9.4  90.6 

Maní  para  aceite 0.2  99.8 

Algodón   68.2  31.8 

Maíz amarillo duro  23.6  76.4 

Sorgo grano  87.4  12.6 

Cebolla   1.0  99.0 

Pallar grano seco  19.5  80.5 

Ajo   ----- 100.0 

Tomate   2.4  97.6 

Naranjo   24.3  75.7 

Limón   8.8  91.2 

Manzano   6.6  93.4 

Mango   10.8  89.2 

Plátano   2.9  97.1 
Vid   77.0  23.0 

Garbanzo   18.2  81.8 

Café   ----- 100.0 b 

Caña de azúcar  100.0 b  ----- 

Cebada   6.7  93.3 

 -------- -------- 

Total agrícola  29.7  70.3 

 

 
CUADRO  12 (Cont.) 

 
 Asociativa 

% 

No asociativa 

% 

 

Producción pecuaria 
Carne de vacuno 

Leche 

Carne de ovino 

Carne de alpaca 

Carne de ave 

Huevos 
 

Total pecuario 

TOTAL 

 
 

23.0 

23.0 

18.0 

11.0 

0.0 * 

----- 
______ 

12.4 

23.6 
 

 
 

77.0 

77.0 

82.0 

89.0 

100.0 

100.0 
______ 

87.6 

76.4 
 

Fuente:  

Elaborado en base al Ministerio de Agricultura y Alimentaci6n, Bole-

tines Trimestrales, Oficina Sectorial de Estadística e Informática,    

para la información de producción agrícola y del Ministerio de 

Agricultura, Análisis de la situación del agro: marco global. Segundo 

Informe Directiva Nº 001·DS76 para los datos de producción pecuaria.  

 

Notas:  

a. Para calcular los promedios se ha ponderado con el valor de la 

producción de los distintos cultivos a precios de 1973, según   

Oficina Nacional de Estadística, Informe estadístico, enero-diciem- 

bre 1978, Lima, 1979, Cuadros 1 y 2. El valor de la producción del 

maíz duro se tomó de Catalina Villalobos, Desarrollo de la 

producción y consumo del maíz en e1 Perú, Lima, EPCHAP, 1978, 

el de maíz amiláceo por diferencia. Los porcentajes corresponden       

a 1977. El conjunto de cultivos y productos pecuarios representan 

algo más del 70% del valor de la producción de 1977 a precios de 

1973.  

b. Los porcentajes para el café y la caña de azúcar son aproximados; 

hay una pequeña producción en las empresas asociativas y no 

asociativas, respectivamente, que no ha sido considerada.  

*  Insignificante (0.0007%).  
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Cuatro directas e importantes conclusiones se de-

rivan de los cuadros. La primera es que el peso de      

las nuevas empresas (agricultura asociativa) en la 

producción agropecuaria nacional no es grande: me- 

nos de una cuarta parte. Su importancia es mayor en    

la agricultura (alrededor de un 30% de la producción 

agrícola) que en la ganadería (un poco más de la dé-

cima parte de la producción pecuaria). La producción 

asociativa sólo es mayoritaria en cuatro cultivos (to- 

dos agroindustriales): algodón, sorgo, vid y caña de 

azúcar. La segunda conclusión es que el "control aso-

ciativo" de los cultivos se orienta sobre todo a los que 

tienen destino industrial o de exportación, de los que 

las empresas asociativas controlan alrededor de la 

mitad de la producción (50.1%) según nuestro esti-

mado; es pequeño, en cambio, el control de los pro-

ductos de huerta: frutales y hortalizas; y muy peque-  

ño el de aquellos que sobre todo circulan en merca-  

dos locales: papa (de sierra), trigo,
42  

maíz amiláceo, 

yuca.  

La tercera es la importancia de los medianos pro-

pietarios en el control de la producción agropecua-     

ria nacional ‒unidades agrícolas no asociativas supe-

riores a las 5 Ha.‒. Estas unidades producen alre-  

dedor  de  la  mitad  de toda  la  producción  agropecua-  

 
42. La mayor parte del trigo industrial, panificable, con-

sumido en el Perú es importado; la producción interna de   

trigo (localizada en la sierra) se destina sobre todo al mer-   

cado local, de tipo rural.  
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ria, controlando más del 60% de los productos para 

consumo directo, alrededor de un tercio de los pro-

ductos agroindustriales y de exportación y casi la mi-

tad de los productos de mercado restringido.  

La cuarta conclusión se refiere al papel de la eco-

nomía campesina en la producción nacional, el cual, 

como se observa en el cuadro 13, es bastante menor   

de lo que corrientemente se piensa, pero mayor que     

el del sector reformado.  

Las economías campesinas producen un 28% de   

la producción nacional y son las primeras producto-  

ras (ligeramente por encima de los medianos propie-

tarios) de los productos de mercado restringido.  

 

 

A  MODO  DE  BALANCE  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

EN EL CUADRO 14 presentamos un resumen de los 

principales resultados obtenidos en los capítulos an-

teriores. Las cifras muestran con bastante claridad     

los alcances de la reforma. No tenemos comenta-     

rios que añadir a los ya hechos, pero merece la        

pena enfatizar algunas conclusiones. En primer lu-    

gar, si bien la reforma agraria peruana no ha sido        

de ninguna manera marginal ‒a diferencia de casi  

todas las de la generación de la Alianza para el Pro-

greso, de la cual, al fin y al cabo, la de los milita-       

res peruanas es una tardía heredera‒, sino impor-   

tante, hecha además en un plazo relativamente cor-     

to, ‒8 años‒ sólo alcanzó a algo menos del 40% de las 

tierras, proporcionando fuentes de empleo adecuadas   

a un equivalente al 17% de los trabajadores del agro. 

En segundo lugar, las empresas asociativas, base de    

la  nueva  estructura  agraria  creada   por   la   reforma,  
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controlan solo un 18% de las tierras del país, un 22% 

de la producción agropecuaria y una proporción pe-

queña de los trabajadores del campo: el 6.5%. Los tra-

bajadores estables de las empresas, ciertamente por 

disponer de buenas tierras y en cantidad (por traba-

jador) superior a la de la agricultura individual, y 

también porque el volumen de capital (por trabaja-  

dor) es mayor al del resto de la agricultura, tienen     

una productividad tres a cuatro veces superior al pro-

medio agropecuario nacional.  

Podemos preguntamos si la reforma agraria po- 

dría haber expropiado muchas más tierras, de ha-      

ber afectado a los medianos propietarios y campesi-  

nos ricos, fijando limites inafectables mucho meno-  

res. Las cifras del Censo Agropecuario de 1972 per-

miten dar una respuesta aproximada, que mostramos  

en el cuadro 15. Con límites de 5 Ha. (simples)  

podrían haberse expropiado alrededor de un setenta  

por ciento adicional de tierras de cultivo (calculan-      

do en Ha. estandarizadas) en la sierra y la costa, y     

con límites de 10 Ha. alrededor de un treinta por  

ciento.  

¿Cómo interpretar estas cifras? A nuestro juicio, 

ellas indican que la reducción de los límites inafec-

tables tendría que haber sido muy fuerte (hasta las 

cinco hectáreas) para haber tenido efectos verdade-

ramente importantes. La explicación reside, simple-

mente, en que la mediana propiedad agropecuaria 

nunca  fue  importante  en  el  Perú, donde  la  tenencia  
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CUADRO 15 

 

Tierras de cultivo expropiables con distintos  

límites inafectables 

 

 

Tierras ex- 

propiadas por 

la R. A.  

(miles Ha.) 

Tierras expropiables (Censo 1972) 

Limite 5 Ha. Limite 10 Ha. 

 

Miles Ha. 
Incremen- 

to % Miles Ha. 
Incremen- 

to % 

Costa  
     

Riego  397.9  611.1  53.6  519.0  30.4  

Sierra  
     

Riego  112.9  246.0  117.9  159.9  41.6  

Secano  539.0  1'037.4  92.5  65,2.2  21.0  

Total       

(en Ha.       

estand.)  592.1  999.9  68.9  766.2  29.4  

Fuente: Cuadro 1 y Censo Agropecuario de 1972.  

 

de la tierra ha estado siempre muy polarizada. Se 

necesitaría no solo expropiar a los medianos propie-

tarios, sino incursionar también en los dominios del 

campesinado rico para poder ampliar en forma sig-

nificativa el fondo de tierras disponibles para la ad-

judicación, Esto es políticamente difícil. Por nues-     

tra parte, no nos cabe duda que en un país como          

el Perú, caracterizado por fuerte escasez de tierras        

y grandes desigualdades dentro de los propios secto-     

res  de  medianos  y  pequeños  productores, ello es  ne-  
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cesario. Pero es claro que una reforma como la de      

los militares peruanos, concebida y ejecutada dentro   

de parámetros reformistas burgueses, no podía ha- 

cerlo.  

Quedan algunos temas por tratar, que forman par- 

te de pleno derecho de una evaluación cuantitativa      

de la reforma agraria: sus efectos sobre la distribu-  

ción del ingreso, el mercado interno y el empleo. 

Concluiremos este trabajo hacienda una breve refe-

rencia a ellos.
43

  

 

Distribución del ingreso  

Una de las intenciones declaradas del gobierno      

al emprender la reforma agraria era producir una 

significativa redistribución del ingreso hacia los tra-

bajadores del campo. ¿Se ha logrado?  

Hay tres estimaciones del impacto de la reforma 

agraria  sobre  la  distribución  del  ingreso.
44

  Las  tres  

 
43. Ver José Maria Caballero, Reforma y reestructura-

ción..., op, cit. para una discusión de estas cuestiones. Al- 
gunos de los argumentos que se presentan a continuación 

proceden de allí.  

44. Hylke van de Wetering, La reforma agraria..., op.  
cit.; Adolfo Figueroa, "El impacto de las reformas actuales 

sobre la distribución del ingreso", Apuntes Nº 1, Lima, 1971;   

y Richard Webb, Government Policy and the Distribution of 
Income in Peru, Woodrow Wilson School, Discussion Paper 

Nº 39, Universidad de Princeton, 1973. Estas dos últimas       

se publicaron en Distribución del ingreso en el Perú, IEP, 
Lima, 19.  
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coinciden en señalar que este es reducido, entre el    

uno y el dos por ciento del ingreso nacional. Un 

sencillo cálculo permite confirmar el orden de mag-

nitud de estas estimaciones. El peso de la agricul-    

tura en el Producto Bruto Interno era pequeño en         

la época de la reforma, alrededor del 14% para el 

promedio del periodo 1969-77. Si suponemos que un 

tercio del PBI agropecuario era excedente neto, an-

teriormente apropiado por los terratenientes y sus-

ceptible por tanto de ser redistribuido, y multiplica- 

mos por un promedio ponderado (con el peso de          

la agricultura y la ganadería en el valor bruto de          

la producción agropecuaria en 1972) de los porcen-

tajes de tierras (estandarizadas) y stock ganadero ex-

propiados,
45

 promedio que es el 28.8%, la capacidad 

redistributiva de la reforma resultante es un 1.3%      

del PBI. Si en lugar de un tercio suponemos que la 

mitad del PBI agropecuario era excedente neto (lo     

que seguramente es exagerado), la capacidad redis-

tributiva aumenta al 2.0% del PBI.  

 
45. Hemos obtenido un promedio del porcentaje de ga-

nado expropiado sumando los porcentajes de vacunos, ovinos  

y camélidos, ponderados con el número de unidades de       

cada especie reducidas a unidades ovino, El promedio re-
sultante es 7.36%. Esta cifra tiene dos defectos contrarios,    

que hemos supuesto que se cancelan: desconoce que el ga- 

nado expropiado tiene en promedio mejor calidad y es por 
tanto más productivo que el resto, y no toma en cuenta otras 

especies ganaderas que entran en la producción agropecua-    

ria y que no han sido expropiadas (o lo han sido en una 
proporción ínfima), como las aves y los cerdos.  
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Es importante señalar dos cuestiones adicionales 

sobre la redistribución. Primero, además de ser re-

ducida, ha sido muy sesgada, beneficiando particu-

larmente a los trabajadores estables de las empre-     

sas, sobre todo los de las costeñas. Si nos guiamos    

por la cantidad de Ha. estandarizadas por benefi-  

ciario, como indicador grueso de la medida en que     

los distintos tipos de adjudicatarios se benefician de    

la redistribución, el ingreso adicional per cápita re-

cibido por los trabajadores estables es tres veces su-

perior al recibido por los demás beneficiarios. Segun-

do, aunque no resulte posible medirlo, parece claro   

que la transferencia de ingreso se ha vista cancelada 

por la reducción de los ingresos reales debida a la  

crisis que atraviesa la economía peruana desde 1975. 

Esto es particularmente cierto en el caso de los tra-

bajadores estables de las nuevas empresas, cuyos sa-

larios reales han decrecido fuertemente en los últi-   

mos años, tras un periodo de aumento hasta 1975.      

La tendencia de los términos internos de intercam-    

bio agricultura-industria a deteriorarse (para la agri-

cultura), tras un repunte en 1975, ha debido reducir 

asimismo los ingresos de los productores indepen-

dientes.  

 

Mercado interno  

Otro de los objetivos de la reforma era ampliar      

el mercado interno, ensanchando el mercado rural   

para  productos  manufacturados.  No  parece,  sin  em-  
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bargo, que haya tenido efectos significativos en este 

terreno. Aunque carecemos por completo de la in-

formación estadística que podría permitir una eva-

luación cuantitativa de esta cuestión, hay varias ra-

zones que abonan en tal sentido.  

Primeramente, no es razonable pensar que la re-

forma ha contribuido a aumentar la proporción del 

ingreso mercantil (o sea del ingreso que pasa por         

el mercado) dentro del ingreso total de los trabaja- 

dores del campo, reduciendo el trueque y el auto-

consumo. De un lado, la reforma no parece haber 

alterado en uno u otro sentido el proceso secular de 

proletarización. De otro, el grado de mercantiliza-   

ción de la población del campo era ya sumamente     

alto a comienzos de los setenta,
46

 por lo que difí-

cilmente la reforma, aun habiendo presionado en        

tal sentido, hubiera podido aumentarlo. Por último,      

la reforma no ha interferido o ha interferido poco      

con las economías campesinas, no ha modificado el 

tamaño de las explotaciones de los campesinos ni      

las relaciones de tenencia dentro del campesinado, 

condiciones que de haber sido alteradas hubieran po-

dido afectar el vínculo de los campesinos con el mer- 
  
 

46. José María Caballero, en su volumen sobre la eco-

nomía agraria de la sierra, perteneciente a este mismo pro-

yecto, ha estimado que en esta región ‒la menos mercanti-

lizada‒ la proporción del Ingreso mercantil dentro del in-  

greso total de la familia campesina promedio se situaba en 

1970/72 entre el 65% y el 80%.  
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cado. Cuando la reforma ha hecho que los campe-  

sinos ex-feudatarios dejen de pagar renta, es posible 

que la vinculación al mercado haya decrecido, ya     

que el hacendado con seguridad vendía el produc-      

to, cuando la renta era en especie, o el feudatario    

tenía que venderlo el mismo, si era en dinero, mien- 

tras que ahora es posible que parte de la antigua      

renta sea autoconsumida.  

 

En segundo lugar, la redistribución del ingreso 

aparejada por la reforma, además de ser pequeña,       

no tiene necesariamente por que ampliar el merca-     

do interno. Ello sucedería si se transfieren ingresos     

de sectores con menor a sectores con mayor propor-

ción a gastar en el mercado interno (o sea a no im-

portar). Aunque es probable que los campesinos be-

neficiarios tengan, en promedio, efectivamente, me- 

nor propensión a importar de la que tenían los pro-

pietarios, la diferencia entre las dos debe ser peque-  

ña; multiplicada por una redistribución que es asi-

mismo pequeña, el impacto sobre el mercado inter-    

no resultante probablemente no es importante.  

 

Finalmente, el crecimiento de la producción agro-

pecuaria durante este periodo ha sido, como vimos, 

bajo, y, como ya discutimos, no parece que la re-  

forma ni haya sido ni pueda ser capaz de dinamizar-   

lo. Tampoco, pues, parece que la reforma haya am-

pliado el mercado interno por este último camino. 
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Empleo  

Podemos, por último, preguntarnos cuál ha sido     

el impacto de la reforma sobre el empleo agrope-

cuario. Tampoco disponemos aquí de la información 

que permita dar una respuesta cuantitativa razona-

blemente exacta, pero sí podemos hacer algunos co-

mentarios.  

En relación a la absorción-desplazamiento de tra-

bajadores, la reforma parece haber sido neutral, pues  

no ha traído consigo ni modificación en la frontera 

agrícola ni cambios de cultivo importantes ni redi-

mensionamiento de las unidades agropecuarias ni al-

teración de la tecnología agrícola; o sea, no ha mo-

dificado las circunstancias que podrían haber hecho 

variar la capacidad de empleo de la agricultura.  

Sí parece, en cambio, que la estabilidad del tra-  

bajo ha aumentado en las áreas reformadas. De un  

lado, los socios trabajadores estables de las nuevas 

empresas gozan de mayor estabilidad laboral de la    

que tenían los obreros de las antiguas haciendas; es 

difícil (aunque no imposible) despedir trabajadores 

socios. De otro, los ex-feudatarios tienen más seguri- 

dad en su tenencia de la que tenían bajo la hacien-     

da, aunque no hayan sido convertidos en propieta-    

rios de las parcelas que conducían dentro de las ha-

ciendas, cuya propiedad pertenece ahora a la nueva 

empresa. La experiencia ha mostrado que las em-

presas, allí donde lo han intentado, han encontrado 

muchísimas  dificultades  para desalojar  a  los  ex-feu-  
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datarios de las tierras que estés conducen dentro de    

las empresas, fracasando en el intento; la tendencia     

es más bien la contraria: a que los ex-feudatarios 

amplíen sus tierras.  

No hay datos que indiquen si la cantidad de tra-

bajadores eventuales contratados actualmente por las 

cooperativas costeñas es mayor o menor de la que  

antes contrataban las haciendas; nuestra opinión es   

que ahora es mayor y, sobre todo, que la lógica in- 

terna de funcionamiento de las cooperativas los lle-    

va a sustituir parte del trabajo que pudieran realizar   

los propios socios por trabajo eventual asalariado.
47

   

En esta medida hay un "traslado" del trabajo dispo-

nible (y por tanto también del ingreso) en las coo-

perativas costeñas de los socios a los eventuales, que 

aun cuando sea de varias maneras discriminatorio 

contra estos últimos, tiene la ventaja de ampliar el 

empleo, repartiendo las oportunidades de trabajo exis-

tentes entre un mayor número de trabajadores.  

En suma, desde el punto de vista de la produc- 

ción, el empleo, el mercado interno y la distribución  

del ingreso, el impacto de la reforma agraria ha si-     

do francamente reducido. Sus alcances en términos    

de tierras son en cambio significativos (cerca del  

40%),  aunque  mucho menores  en  relación al  gana-  

 
47. Ver un análisis detallado de esta cuestión en: José 

Maria Caballero, "Los eventuales en las cooperativas coste- 
ñas peruanas: un modelo analítico", Economía, N°, 2 pp.      

57-80, Lima, 1978 (agosto).  
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do. La reforma ha tenido capacidad de proporcio-      

nar empleo adecuado a un equivalente a una cuarta 

parte de los trabajadores agropecuarios necesitados    

de mejorar su situación de empleo. La significa-      

ción macroeconómica de los flujos financieros en-

vueltos ha sido pequeña, pagándose indemnizaciones 

muy bajas (especialmente considerando la forma de 

pago) y cobrándose a los adjudicatarios un precio 

también bajo, con un costa para el Estado de la con-

donación de la deuda muy reducido. El sistema de 

empresas asociativas, eje de la nueva estructura agra- 

ria diseñada por el gobierno militar, alcanza a me-    

nos de una quinta parte de las tierras, algo más de       

un 30% de la producción agrícola, una décima parte    

de la de consumo directo y la mitad de la agroindus-

trial y de exportación, dando empleo permanente a un 

6.5% de los trabajadores del agro, con una productivi-

dad tres a cuatro veces superior al promedio de la 

agricultura nacional. Estas empresas se ven deses-

tabilizadas por un conjunto de contradicciones inter-

nas, que no tienen capacidad de superar, y no parecen 

constituir, bajo su forma actual, bases adecuadas pa-   

ra una rápida expansión de la agricultura capitalista 

peruana. Desde un punto de vista regional, los alcan-

ces de la reforma han sido bastante mayores en la cos-

ta que en la sierra o en la ceja de selva.  

El anterior balance no resta a la transformación    

del agro llevada adelante por los militares el méri-       

to  de haber sustraído  las  haciendas de  las  manos  de  
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una clase terrateniente, que no solo exploto prolon- 

gada y dolorosamente a los trabajadores del campo, 

sino que también fue incapaz de ofrecer una alter-

nativa sostenida, a largo plazo, de desarrollo agríco-    

la y de mejora de las condiciones de vida de la po-

blación rural. Pero muestra, sin embargo, con clari- 

dad, que ha deja do sin resolver el "problema agra-    

rio peruano, cuya solución sigue, hoy como ayer, 

pendiente.  
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APENDICE 1  

METODOLOGIA PARA EL CALCULO DE LOS 

COEFICIENTES DE ESTANDARIZACION  

DE TIERRAS 

  
José María Caballero,  

Arturo Chávez 

 

  

1.  Propósito  

 

Es claro que las tierras objeto de la Reforma Agra-

ria son de muy distinto tipo. Una primera clasifica- 

ción, muy útil, a veces recogidas por las estadísticas 

oficiales, agrupa a las tierras, según su aptitud en       

las categorías: riego, secano, pastos naturales, terre-  

nos forestales y eriazos. Desde cuatro puntos de vis-    

ta estas tierras son muy distintas entre sí: por su va-  

lor, por su rentabilidad económica potencial, por su 

productividad física y por su capacidad de genera-   

ción de empleo. Desde estos puntos de vista ‒que     

son los relevantes para el economista, para el inves-

tigador agrario y para el campesino‒ resulta incorrec- 

to desconocer implícitamente tales diferencias, como 

con frecuencia se hace en las estadísticas y evalua-

ciones  oficiales  de  la  reforma  agraria,  sumando por  
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ejemplo, sin ponderación alguna, tierras de distinto  

tipo y arrojando un total general. Así, no tiene sen-  

tido decir que en un determinado año se han afec-    

tado o adjudicado, digamos, un millón de hectáreas,    

si no se precisa de qué tipo o que proporción de       

cada tipo. Es muy distinto, por ejemplo, que se tra-      

te principalmente de pastos naturales en la puna o       

de terrenos de regadío en la costa. Puesto que la ma- 

yor parte de las tierras objeto de la reforma agraria    

son pastos naturales, que, desde los anteriores pun-    

tos de vista, son las de menor valor, el resultado de   

esa suma indiscriminada es una cifra que sobrevalo-    

ra la significación de las tierras objeto de la reforma.  

 

Por otra parte, dentro de las tierras con igual ap-

titud, deben considerarse dos tipos adicionales de 

diferencias: (1) aquellas asociadas con factores tales 

como topografía, pedregosidad, salinidad, elementos 

nutrientes, o disponibilidad de abrevaderos en el ca-   

so de pastas naturales, es decir, los factores general-

mente asociados con la clasificación de tierras según 

clase económica; y (2) aquellas diferencias propias    

de la diversidad de regiones naturales en el Perú  

(costa, sierra y selva).  

Para ciertos propósitos ‒para determinar por 

ejemplo, el porcentaje de tierras afectadas por la re-

forma dentro del total de tierras útiles‒ es conve-  

niente poder sumar hectáreas de tierras de distinto    

tipo  y  calidad  sin que  el  agregado pierda significa-  
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ción. Para ello es necesario determinar los coeficien- 

tes que permitan reducir todas las tierras a unas cier-  

tas tierras de tipo y calidad básicos, que sirvan co-     

mo patrón. Estos coeficientes se usaran como pon-

deraciones en la agregación de tierras distintas, que-

dando la suma expresada en términos de esas tierras 

básicas a cuya unidad llamamos hectárea homogé-    

nea o estandarizada en este trabajo.
1
  

El resultado del proceso de homogeneización es, 

por supuesto, una, "abstracción estadística". No por  

ello deja de ser útil. Todo depende de su uso; en 

particular, de que del manejo de los agregados de 

tierras expresados en hectáreas homogéneas no se sa-

quen consecuencias que no están garantizadas por el 

proceso de agregación, y de que se tenga presente        

la metodología utilizada para obtener los coeficien-   

tes de ponderación, con sus limitaciones y posibles 

desviaciones. Este, como cualquier otro agregado es-

tadístico ‒el Producto Nacional Bruto, por ejemplo‒   

es útil si se maneja con cautela y para propósitos 

consistentes con las limitaciones propias del agrega- 

do.  
 
 

1. La Ley de Reforma Agraria chilena (Ley N° 16.640, 

publicada el 28 de julio de 1967), adopta un criterio de este 

tipo para la determinación de la expropiabilidad o limite 
inafectable, que se fija de acuerdo a la extensión medida en 

términos de "hectáreas de riego básicas" (art. 3°), a las que     

se reducen las superficies en hectáreas de las diferentes ca-
tegorías de terrenos (art. 172).  



 

102 Caballero / Alvarez  

 

2.  Metodología empleada  

 

Consideraciones generales  

1. Hemos tratado de combinar los tres tipos de 

diferencias señalados: según la aptitud, según la cla-   

se económica y según la región natural. Puesto que    

no hay estadísticas sistemáticas sobre clases económi-

cas de suelos para toda la República y, por otra par-   

te, las estadísticas de reforma agraria sobre tierras 

afectadas  y  adjudicadas no dan  información  alguna  

 
2. La Dirección General de Forestal y Fauna del Minis-

terio de Agricultura tiene, de acuerdo al "Reglamento de 

Clasificación de Tierras", el encargo de clasificar las tierras   

en el país por grupos de capacidad de uso mayor. Pero has-     

ta 1975 sólo se habían evaluado cerca de cuatro millones        
de hectáreas, Además, el sistema de clasificación estableci-   

do (tierras aptas para el cultivo en limpio, cultivo permanen-  

te, para pastoreo, para producción forestal y de protección) se 
ha guiado en general por criterios conservacionistas más      

que de clase económica. La mayor parte de las tierras 

evaluadas se sitúan en la ceja de selva y selva, siendo    

dispersa y poco utilizable la información para la costa y sie- 

rra. Por otra parte, en el "Inventario de Estudios de Sue-        
los del Perú" (segunda aproximación, 1969), elaborado por     

la Oficina Nacional de Evaluación de Recursos Naturales 

(ONERN), se establecen superficies y porcentajes aproxima- 
dos de las clases de tierras del Perú según capacidad de        

uso (ver. pág. 28). Pero, por un lado, no se hace una dis-

criminación adecuada por regiones naturales, y, por otro, se 
recoge la capacidad potencial; ambos factores limitan la uti-

lización de esta fuente para nuestros fines. Finalmente, la 

Dirección General de Aguas e Irrigaciones ha efectuado una 
clasificación de las tierras de la costa, según su aptitud pa-      

ra el riego, en base al criterio de "capacidad de producción", 

que nos ha resultado muy útil.  
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al respecto, hemos utilizado sólo parcialmente este 

criterio, incorporándolo a los otros dos al considerar 

una clase económica promedio de tierras para cada 

aptitud y región natural.  

2. Las regiones naturales consideradas son: costa, 

sierra y ceja de selva. Hemos dejado de lado la sel-     

va baja puesto que es objeto de una legislación espe-

cial y no entra dentro de la reforma agraria; pensa- 

mos, sin embargo, que los coeficientes determinados 

para la ceja de selva se ajustan razonablemente bien    

al conjunto de la selva.  

3. En la costa, sólo se han considerado terrenos     

de riego, puesto que tanto los de secano como los       

de pastos naturales tienen una extensión poco signi-

ficativa y, además, tienen casi en su totalidad un ca-

rácter eventual, mostrando utilidad agropecuaria sólo 

en años especialmente favorables.  

4. En la sierra y ceja de selva hemos asimilado     

los terrenos forestales a terrenos de secano. Esto obe-

dece a varias razones: (1) nuestro interés es de- 

terminar relaciones entre tierras, al margen de las 

plantaciones arbóreas o de otro tipo que existan so-   

bre ellas; (2) por su parte, la Reforma Agraria va-  

loriza en forma separada las tierras y las plantacio-   

nes que sostienen, considerando las primeras casi en    

su totalidad en terrenos de secano para los casos de     

la sierra y ceja de selva; (3) en la sierra no existen 

prácticamente unidades económicas dedicadas a la 

explotación  forestal  sistemática en  forma especializa-  
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da, con manejo forestal adecuado; la explotación 

maderera que se realiza en la sierra, así como en          

la ceja de selva y costa, es mas de tipo "extrac-       

tivo" que de orden "reproductivo"; (4) las tierras         

de la ceja de selva se entregaban, hasta 1967, de 

acuerdo a la Ley 1220 o "Ley de Tierras de Mon-   

tana, por un valor cercano a los S/. 50 la hectárea 

posteriormente, el ex-Consejo Nacional Agrario esta-

bleció una escala, y actualmente se entregan en for-   

ma gratuita, con excepción de las concesiones, ubi-

cadas en su mayoría en la selva baja; aunque en 

ocasiones, puede darse una utilización económica a 

algunas especies arbóreas situadas en los terrenos ocu-

pados, cuando se realiza el desmonte, estas tierras       

se destinan en definitiva al cultivo, en su gran ma- 

yoría en régimen de secano; (5) el Ministerio de 

Agricultura no tiene establecidas unidades mínimas    

de manejo forestal para la ceja de selva (menos         

aún para la sierra y costa); quizá más adelante, por 

aplicación del Reglamento de Clasificación de Tie-  

rras y por la puesta en marcha de proyectos de ex-

plotaci6n forestal como el von Humboldt, se podrá 

tener una apreciación mejor de la explotación fores-   

tal como actividad económica "reproductiva".  

5. A las tierras eriazas, así como a las que a ve-   

ces se clasifican como "de uso no agrícola" (o sea, 

dedicadas a caminos, construcciones, etc.), les hemos 

asignado un coeficiente cero, puesto que nuestro in-

terés  son  las  tierras de  utilidad agropecuaria.  Se  po-  
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dría quizá haber dado un valor positivo a las "tie-     

rras de uso no agrícola", en la medida en que estas 

pueden eventualmente ser utilizables para el cultivo     

o la crianza y porque generalmente están considera-   

das en función de la actividad agropecuaria, pero la 

estimación del coeficiente a asignar hubiera sido muy 

complicada y en alto grado arbitraria. En cualquier 

caso, el error introducido es muy pequeño para los 

propósitos del presente trabajo, puesto que la signi-

ficación de estas tierras es escasa: de los casi ocho 

millones de tierras adjudicadas por Reforma Agraria    

a diciembre de 1977, sólo 82,556 hectáreas son cla-

sificadas como de "uso no agrícola", siendo además 

muy probable que una gran parte de estas tierras         

no tengan aptitud agropecuaria alguna.  

6. No se ha realizado una estimación indepen- 

diente para los terrenos de pastos naturales en la ce-    

ja de selva, debido a que con excepción de las zo-     

nas como el Gran Pajonal y algunas otras áreas ais-

ladas de características similares, su significación ge-

neral es escasa. Algunas tierras que quizá, bajo cier-  

tos criterios, podrían ser consideradas como pastos,  

son producto de la deforestación y constituyen en 

realidad áreas de bosque de protección o son utili- 

zadas para el cultivo bajo régimen de secano. Aun-   

que las escasas tierras de pastos naturales en ceja        

de selva tienen quizá una mayor soportabilidad que    

las de sierra, están sin embargo sujetas a fuertes li-

mitaciones de accesibilidad por  las  características  de  
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su ubicación geográfica. En consecuencia, las hemos 

asimilado a las de pastos naturales de la sierra.  

7. Los tipos de tierras resultantes, en función de   

los criterios anteriores, para las que hemos hallado     

los correspondientes coeficientes de ponderación, son 

seis:  

1. Terrenos con riego de clase económica promedio 

de la costa;  

2. Idem en la sierra;  

3. Idem en la ceja de selva;  

4. Terrenos de secano (incluyendo forestales) de cla-

se económica promedio en la sierra;  

5. Idem en la ceja de selva;  

6. Pastos naturales (incluye sierra y ceja de selva).  

8. Hemos tornado como hectárea homogénea o 

básica, con ponderación 1, la hectárea de riego de   

clase económica promedio de la costa.  

 

Terrenos de cultivo  

 

1. El "Reglamento de Tierras del D.L. 17716"  

(D.S. Nº 163-69-AP del 19 de agosto de 1969), es-

tablece que "para los efectos de aplicación del lími-     

te de inafectabilidad en las regiones de la sierra y     

ceja de selva, una hectárea de cultivo de tierra bajo 

riego equivale a dos hectáreas de tierras de cultivo      

de secano" (art. 47). Este es un primer criterio que 

puede guiar  la determinación de  los  coeficientes  de  
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conversión. Hay sin embargo dos problemas: (1)        

no se conocen los criterios usados para determinar la 

equivalencia, parece que esta se fijó en forma rela-

tivamente arbitraria sin que mediase un estudio téc- 

nico adecuado; la equivalencia legal ofrece no obs-

tante un punta de referencia y, como veremos, está 

próxima a los resultados obtenidos par nosotros; (2)    

la ley no indica el coeficiente de conversión entre      

los terrenos de regadío de la costa y los de la sierra       

y ceja de selva.  

2. En vista de las anteriores limitaciones, hemos 

realizado nuestra propia estimación basada en la 

combinación de dos criterios: (1) el valor de mer-   

cado estimado de las tierras; y (2) el valor bruto          

de la producción de los cultivos sembrados en los 

distintos tipos de tierras.  

3. Para determinar el valor de mercado se acu-    

dió a los "Aranceles de Areas Rústicas de la Repú-

blica, 1967-68", documento elaborado por el Cuerpo 

Técnico de Tasaciones del Perú. El "Arancel" ofre-     

ce varias ventajas. En primer lugar, se establecen 

valores para cuatro categorías de tierras, que vienen 

aproximadamente a corresponder con cuatro clases 

económicas. La desagregación es grande, pues se dis-

crimina por provincias y, dentro de estas, según los 

distintos valles y sus partes, en la costa, y por alti- 

tudes en la sierra. Se dan además valores separados 

para las tierras de secano y regadío. Por otra parte,      

al  confeccionar el  "Arancel" se combinaron criterios  
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de orden agrologico y climático con otros tales co-    

mo la accesibilidad a mercados, la rentabilidad de      

los cultivos establecidos, la relación entre oferta y 

demanda en el mercado local de tierras y el precio 

unitario promedio de las transacciones comerciales 

efectuadas en el último año. Una ventaja adicional      

es que los valores del "Arancel" fueron los que ofi-

cialmente rigieron en las valorizaciones de tierras an-

teriores a la aplicación del D.L. 17716, de manera     

que constituyen los "precios oficiales" de las tierras    

en el periodo inmediatamente anterior a la actual 

reforma. Los valores en el arancel parecen estar 

francamente subvaluados, sin embargo; lo que no es    

de extrañar aunque sólo sea porque fueron determi-

nados antes de la devaluación monetaria del 1º de 

setiembre de 1967, sin que posteriormente fuesen re-

ajustados. Pero esto no es relevante desde nuestro 

punto de vista, ya que lo que nos interesa no son        

los valores absolutos de las tierras sino la relación   

entre los valores de distintas tierras: y no hay razón 

para suponer que la subvaluación afecte sistemática-

mente en forma distinta a tierras de diferente clase.  

4. Para determinar, a partir del "Arancel", los va-

lores promedio de los distintos terrenos se procedió    

de la siguiente manera. Primero, se hizo una regiona-

lización, dividiendo en costa norte, centro y sur; sie-   

rra norte, centro y sur; y ceja de selva norte, centro       

y sur. A continuación, se tomó una muestra bastan-     

te grande de provincias, valles  y  zonas  de  cada va-  
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lle para cada una de las nueve regiones anteriores, 

buscando representar equilibradamente los valles, zo-

nas y provincias can distinta calidad de tierras, con-

forme se detalla en el Anexo 1. En todos los casos       

se obtuvieron valores para las cuatro clases de tierras 

que considera el "Arancel", El valor media para las 

tierras de riego y secano en la costa, sierra y ceja        

de selva se obtuvo como promedio simple de los 

valores correspondientes a las zonas norte, centro y   

sur dentro de las tres regiones naturales; no se pudo 

proceder de otra manera pues el "Arancel" no deta-    

lla las cantidades de hectáreas de tierras de cada     

clase según los valles, provincias y zonas, que, de 

conocerse, hubieran podido servir como ponderacio-

nes. Los resultados se muestran en el cuadro l.  

 
CUADRO 1 

 

Valores promedio de las tierras de riego y secano según 

el "Arancel del Cuerpo Técnico de Tasaciones para  

1967-68", atendiendo a la clase de tierra 

y a la región natural 
 

Clase de 

tierra 

Terrenos con riego Secano 

Costa Sierra Ce.Se. Sierra Ce.Se. 

I 

II 
III 

IV 

24,700 

19,638 
14,871 

11,042 

9,751 

7,760 
5,260 

3,005 

12,962 

9,687 
6,662 

4,200 

4,445 

3,370 
2,477 

1,548 

4,196 

3,046 
2,091 

1,190 

Fuente:  

Elaborado por nosotros sobre la base del "Arancel" en la forma 

explicada en el texto. 
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El paso siguiente consistió en realizar una suma 

ponderada de los valores de las distintas clases de 

tierras del cuadro l. Para ella resultaba preciso co- 

nocer la proporción en que cada una de estas cla-       

ses participa dentro del total, para cada uno de los 

terrenos considerados (riego y secano en costa, sierra    

y ceja de selva). En el caso de la costa, se toma-        

ron directamente las ponderaciones del estudio men-

cionado anteriormente de la Dirección General de 

Aguas e Irrigaciones, cuya clasificación de las tierras 

de la costa se presenta en el cuadro 2.  

 
CUADRO 2 

Superficie en hectáreas de las tierras de la costa de  

acuerdo a su clase, según la Dirección General  

de Aguas e Irrigaciones 
 

Clase Características Hectáreas % 

I  Tierras de mayor aptitud al    

 riego  171,522  18.8  

II  Tierras de moderada aptitud    
 al riego  290,460  32.0  

III  Tierras de restringida apti-   

 tud al riego  269,727  29.7  

IV  Tierras de muy restringida    

 aptitud para el riego y limi-    

 tada a cultivos como fruta-    
 les y pastos  137,849  15.2  

V*  Tierras de aptitud dudosa 
de  

aptitud  

dudosa  

  

 para el riego debido a fuer-    

 tes deficiencias de suelo y/o    
 topografía y/o drenaje  39,404  4.3  

Fuente: Dirección General de Aguas e Irrigaciones.  

*    La c1ase V se refundió en la IV.  
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Como se indica más arriba, no hay disponible    

una clasificación detallada, semejante a la del cua-     

dro 2, para las regiones de sierra y ceja de selva.        

No ha sido posible, por tanto, obtener de allí las pon-

deraciones. Pero, tomando como base el "Mapa de 

Capacidad de Uso", que forma parte del "Inventario   

de Estudios de Suelos del Perú" de ONERN, y con-

sultado con varios especialistas, hemos llegado a de-

terminar ponderaciones para los terrenos de estas dos 

regiones, que se muestran en el cuadro 3. Hemos  

hecho un pequeño análisis de sensibilidad con objeto   

de determinar la magnitud de los efectos de los    

errores que hayan podido introducir al fijar las pon-

deraciones del cuadro 3. El análisis mostró que los 

resultados son escasamente sensibles a una alteración 

razonable de coeficientes, por lo que la magnitud de  

los efectos de potenciales errores no puede ser gran-  

de.  

 
CUADRO 3 

Coeficientes para ponderar la importancia de los  
terrenos de distinta clase en la sierra y ceja de  

selva y según sean de riego o secano 
 

 Sierra Ceja de selva 

Clase Riego Secano Riego Secano 

I 0.1 0.1 0.1 0.1 

II 0.3 0.2 0.4 0.3 

III 0.4 0.5 0.4 0.6 
IV 0.2 0.2 0.1 0.1 

Fuente: Elaborado por nosotros en el forma explicada en el texto  
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Se muestran finalmente en el cuadro 4 los valo-   

res medios resultantes y los coeficientes de conver- 

sión de tierras determinados por este procedimiento.  

5. El segundo criterio utilizado para estimar los 

coeficientes de conversi6n fue la comparación entre  

los valores brutos de la producción de los distintos 

tipos de tierras. Lo que se hizo para los años 1967        

y 1972. Para 1967 se utilizó el trabajo del Ing. Eduar-

do Grillo "Primera Aproximación de los Alcances del 

D.L. 17716 de Reforma Agraria en la Afectación de    

la Superficie Agrícola en la costa y en la sierra" 

(Ministerio de Agricultura, 1970), donde, a partir de    

la "Estadística Agraria", se calculan los valores bru-  

tos de producción por hectárea de los terrenos de    

riego y secano en la costa, sierra y selva 
3
 para 1967. 

Hemos obtenido los coeficientes de conversión divi-

diendo los valores brutos de la producción por hec-

tárea de las distintas tierras entre el correspondien-      

te a las tierras de riego de la costa. Un procedimien-    

to similar se siguió para 1972. Se tomaron aquí los 

valores brutos de producción por hectáreas directa-

mente de la "Estadística Agraria", en base a una 

distribución de las provincias en las regiones natu-  

rales (los datos de la "Estadística Agraria" vienen  

dados  por provincias  y departamentos  pero no por  

 
3. Dentro de la selva se incluye tanto ceja de selva co-   

mo selva baja, lo que introduce una cierta distorsión desde 
nuestro punto de vista, ya que sólo nos interesa la ceja de  

selva. No creemos, sin embargo, que la distorsión sea im-

portante.  
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regiones) y para los cultivos más importantes de ca-    

da región, tal como se indica en el Anexo 2; los re-

sultados se muestran en el cuadro 5.  

 

 
CUADRO   5 

Valor bruto de la producción por hectárea en los años        

1967 y 1972 para tierras de riego y secano y según región 

natural,   y   coeficientes  de  conversión  correspondientes 
 

 1967   1972   

Terrenos 

  
VBP/Ha. Coef. VBP/Ha. Coef. 

Costa  
    

Riego  12,491  1.00  22,728  1.00  

Sierra      

Riego  9,693  1/1.28  15,445  1/1.47  

Secano  5,045  1/2.47  7,488  1/3.03  

Selva      

Riego  8,685  1/1.44  19,891  1/1.14  

Secano  6,660  1/1.87  11,408  1/1.99  

 

Fuente: Elaborado por nosotros en la forma indicada en el texto.  

 

La utilización de valores agregados por hectárea 

para determinar los coeficientes de conversión hu- 

biera sido seguramente preferible a la utilización de 

valores brutos de la producción, en la medida en       

que el valor agregado explica la capacidad de ge-

neración  de  ingresos.  No  había,  sin  embargo,  datos  
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disponibles para hacer el cálculo de los valores agre-

gados, por lo que tuvimos que usar los valores bru-    

tos de la producción. Ahora bien, por un lado, los 

coeficientes así determinados seguramente no difie-   

ren mucho de los que se hubieran podido hallar   

usando valores agregados, de disponer de los datos.  

Por otro lado, estos coeficientes no dejan de tener 

significación en sí mismos puesto que indican rela-

ciones entre tierras según el valor en productos que   

son capaces de producir.  

 

6. Finalmente, combinamos los dos criterios ha-

llando una media simple de los coeficientes deter-

minados según el valor de las tierras, según el va-       

lor bruto de producción para 1967 y según el valor 

bruto de producción para 1972. Los resultados se 

muestran en el cuadro 6.  
 
 

CUADRO   6 

Coeficientes de conversión de tierras 
 

Terrenos  Coeficientes          

Costa riego     1.00 

Sierra riego  1/1.88 

Sierra secano  1/4.02 

Ceja de selva riego  1/1.58 

Ceja de selva secano  1/3.44             

Fuente: Elaborado por nosotros en la forma indicada en el texto.  
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El procedimiento seguido da mayor representa- 

ción al criterio de valor bruto de la producción, pues-  

to que se promedian dos conjuntos de coeficientes 

hallados según este criterio, mientras que sólo en-      

tra un conjunto de coeficientes hallados de acuerdo     

al valor de las tierras. Esto es deliberado: hemos 

considerado conveniente dar más peso al criterio del 

valor bruto de la producción, puesto que resulta se-

guramente más confiable y también algo más rele- 

vante desde nuestro punto de vista.  

 

Pastos naturales  

Además de los valores obtenidos de los aranceles 

para los pastos naturales, hemos creído convenien-      

te combinar con las equivalencias que se obtienen      

de relacionar la unidad mínima de manejo ganade-      

ro (5,000 u.o.), que establece el Art. 49 del "Regla-

mento de Tierras para la Reforma Agraria", y las 

escalas de soportabilidad por unidades ovino hectá- 

rea-año, que se indica en el "Manual de Adjudica-

ciones de la Reforma Agraria" (3er. Vol.). El indi-  

cado artículo del Reglamento de Tierras, para esta-

blecer las equivalencias entre pastos naturales y tie- 

rras de riego en las regiones de sierra y ceja de sel-     

va indica "que se dividirá el área necesaria para so-

portar 5,000 unidades ovino, de 35 kg. de peso vivo, 

con un rendimiento de 5 libras de lana", entre los 

límites de inafectabilidad correspondientes. La de-

terminación de dicha unidad mínima de manejo ga-  
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nadero tiene su origen en los estudios que se reali- 

zaron para determinar los valores de los pastos na-

turales por el método del "Rendimiento Potencial",  

para aplicar la Ley 15037. En efecto, se basan "en    

que representa la explotación mínima desde los pun- 

tos de vista técnico y económico",
4
 lo que se ha jus-

tificado en razón a que una unidad menor tiene ne-

cesidad de gastos similares en personal e infraestruc-

tura de cercos, etc. lo que hace que no sea rentable      

la empresa. En este cálculo se tomó en cuenta el 

manejo del ganado medianamente mejorado, donde     

se apliquen técnicas adecuadas, medias.  

Ahora bien, para convertir las unidades ovino en 

superficies de pastos naturales, tomamos en cuenta      

lo indicado en el mismo método para valorizar pas-   

tos por el Rendimiento Potencial, retomado posterior-

mente por el "Manual de Adjudicaciones", donde se 

parte del criterio de que los pastos naturales de jal-      

ca y puna tienen una capacidad alimenticia o so- 

portabilidad mínima de 0.3 u.o./ha/año y una máxi-   

ma de 3.0 u.o./ha/año, dependiendo de la calidad        

de los pastos, disponibilidad de abrevaderos, altitud 

sobre el nivel del mar y calidad agrológica. Por apli-

cación de estos factores en el indicado método se 

obtienen 5 clases económicas de canchas, que indi-     

ca las condiciones de estas:  

 
4. "Método de Valorización de Tierras de Pastos Natura-

les por el rendimiento potencial (Zonas de Jalca y Puna)”, 

Ministerio de Agricultura, sin fecha.  
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Clase economi- 

ca de cancha 

Condición 

de cancha 

Soportabilidad  

u.o./Ha/año 

I Muy bueno  3.0  

II Bueno  2.0  

III Regular  1.0  

IV Pobre  0.6  

V Muy pobre  0.3  

 

 

Tanto en el "Método de Valorización por Rendi-

miento Potencial" como en el "Manual de Adjudica-

ciones de la R.A." justifican su determinación de cla-

ses económicas de cancha por el respaldo de estu-   

dios efectuados por la Universidad Agraria, Banco     

de Fomento Agropecuario, SIPA y ONRA.  

Para determinar la superficie que le corresponde 

por afio, a las 5,000 unidades ovino utilizamos los 

mismos criterios de ponderación aplicados a los va-

lores obtenidos en base al Arancel de 1967-8, de lo   

que obtenemos una soportabilidad ponderada media    

de 1 u.o./ha/año, luego de lo cual obtenemos las 

equivalencias Has. riego-pastos naturales:  
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Soportabilidad pon-  Equivalencias         

   derada media de  Límite ina-    Areas riego/ 

     5,000 u.o./año    fectables      P. natural                 

 

5,0000 Has.  30 166.6 

5,0000 Has.  35 142.8 

5,0000 Has.  40 125.0 

5,0000 Has.  45 111.1 

5,0000 Has.  50 100.0 

5,0000 Has.  55   90.0                

Promedio simple: 122.7  

 

Finalmente combinando con el coeficiente obteni-

do mediante los valores de tierras del Arancel para 

1968 tenemos:  

 

Coeficiente en base a  Equivalencias          

valor tierras 1967-8  por promedio  Promedio  

  (D.L. 17716) 

 71.7      122.7 97.2        

 

 

Resumen final  

 

Se indica todos los coeficientes de homogeneiza-

ción establecidos:  
  

 Terrenos con riego Terreno de secano 

y forestales 

 

Pastos 

 Costa Sierra Ceja de selva Sierra Ceja de selva naturales 

Coef.  1 1.9 1.6 4.0 3.4 97.2 



 



 



 



 



 



 



 
 

ANEXO  2 

Estadística agraria 1972  

COSTA  

 Cultivos  Has.  
V.B.P. 

(millones

)   1.  Cereales    
 Arroz  69,310  1,793  
 Maíz  106,795 1,275  
 Sorgo  7,375  72  

2.  Frutales    
 Mango  4,139  165  
 Naranja  7,236  326  
 Plátano  90,460  200  

3.  Hortalizas    
 Cebolla  3,155  136  
 Tomate  5,255  198  
 Maíz (choclo)  9,580  134  
 Ají  2,000  68  

4.  Industriales    
 AIgod6n  124,830  2,727  
 Caña  83,600  2,347  
 Vid  10,273  460  

5.  Menestras    
 Frejol  21,720  269  
 Pallar (G.S.)  5,325  59  

6.  Forrajes    
 Maíz chala  9,515  118  
 Alfalfa  41,280  1,258  
 Otros  13,670  231  

7.  Tubérculo    
 Papa  6,710  402  
 Camote  9,955  285  

  550,883  12,523  

V.B.P·/Ha. = 22,728   



 

 

  

 

   SIERRA    

   HAS.  V.B.P.  

 Cultivos  Riego  Secano  Riego  Secano  

1.  Cereales      

 Trigo   17,770  114,420    101  468  

 Cebada  19,985  159,330  86 409  

 Maíz   68,480  160,895  450  546  

 Quinua   12,435   23  

2.  Frutales      

 Naranja  1,456   29   

 Melocotón  1,798   102   

3.  Hortalizas      

 Cebolla  3,585  1,150  158  30  

  Maíz   (choclo) 3,905  12,335  62  120  

4.  Menestras      

 Arveja  (G. seco      

 y verde)  2,175   26   

 Frejol   3,255  24,679  26  100  

 Haba  (G. seco      

 y verde  7,570  21,762  63  115  

5.  Tubérculos      

 Papa   36,410  226,375  852  3,557  

 Oca    15,530   118  

 Olluco    14,205   145  

6.  Forrajes      

 Alfalfa  91,780   2,123   

 Otros   37,590  34,120  490  398  

 Cebada   11,165   42  

 Avena    7,635   40  

 Totales  295,759  816,027  4,568  6,111  

V.B.P. / Ha.: Riego = 15,445 ‒ Secano = 7,488.    

 

 

  CEJA DE SELVA    

  HAS. V.B.P. 

 Cultivos  Riego Secano Riego Secano 

      

1.  Cereales      

 Arroz  19,855  28,590  466  217  

 Maíz   42,920   181  

2.  Frutales      

 Papayo   2,850   60  

 Plátano   45,345   764  

 Palto   5,507   136  

 Naranjo   7,241   148  

3.  Menestras      

 Frejol   8,270   50  

4.  Industriales      

 Café  1,030  121,255  11  1,200  

 Coca   17,439   324  

 Caña   4,550   65  

 Cacao   3,542   34  

 Té   3,160   40  

5. Tubérculos     

 Yuca   24,560   451  

6.  Forrajes      

  Otros  4,000  124,700  18  1,349  

  24,885  439,929  495  5,019  

V.B.P / Ha.: Riego 19.891 ‒ Secano = 11.408.  



 

 

 

APENDICE 2 

METODOLOGIA PARA LA DESAGREGACION 

DE LAS TIERRAS ADJUDICADAS POR 

REGIONES NATURALES 

 

Una de las limitaciones de la estadística oficial    

de la reforma agraria es que las cifras no están de-

sagregadas por regiones naturales. La manera en que 

las hemos desagregado es la siguiente:  

1. Hemos partido de la información contenida en 

los listados de adjudicaciones por PIAR
1
 del Minis-

terio de Agricultura y Alimentación, actualizados al   

30 de setiembre de 1979, distribuyendo las provincias 

existentes dentro de cada PIAR en costa, sierra y sel-

va, de acuerdo a los siguientes criterios:  

‒ de 0 a 1950 m.s.n.m. de la Vertiente  

   Occidental             Costa 

‒ de 1950 m.s.n.m. a mas           Sierra 

 
1. Los PIAR (Proyectos Integrales de Asentamiento Ru-

ral) son demarcaciones territoriales utilizadas por la Dirección 

General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural con ob- 
jeto de racionalizar las acciones administrativas de adquisi-

ción y adjudicación de tierras. Hay un plan o "modelo" de 

adjudicación para cada PIAR, donde se especifica la moda-
lidad bajo la cual han de ser adjudicadas las áreas adquiri-    

das correspondientes. Originalmente, los PIAR deberían ha- 

ber constituido unidades microrregionales de planificación y 

asignación de recursos para el desarrollo agropecuario, mas 

aláa de ámbitos administrativos; poco se ha adelantado, sin 

embargo, en este camino.  
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‒ de 0 a 1950 m.s.n.m. en la Vertiente  

   Oriental              Selva  

En el caso de aquellas provincias que tienen dis-

tritos en distintas regiones, la adscripci6n se ha he-   

cho en función del número y la importancia de los 

distritos, teniendo también en cuenta el tipo de tie-    

rras y cultivos dominantes.  

2.Existen en cada PIAR áreas denominadas "fuera 

de PIAR", es decir áreas que no estaban incluidas 

dentro del plan general de adjudicaciones del PIAR;   

en conjunto sumaban un 4% del total de tierras ad-

judicadas. La adscripción regional de estas áreas se 

hizo en función de la región dominante dentro de    

cada PIAR. Así, por ejemplo, si un PIAR tiene 4 

provincias en la costa y 11 en la sierra, el área de-

nominada "fuera de PIAR" se adscribe a la sierra.    

Esto se hizo para todas las zonas agrarias 
2
 con ex-

cepción de la 1 y la 5. En la 1 las áreas "fuera de  

PIAR" se adscribieron a la sierra, debido a que se 

encuentran en la parte alta del departamento de      

Piura  y  a  que  el  tipo de  tierra  que  domina  son  los 

  

2. Zonas Agrarias son las demarcaciones regionales en que 
el Ministerio de Agricultura (y posteriormente el de Agricul-

tura y Alimentación) dividía el territorio nacional. Hay 13 

Zonas Agrarias, cada una con una delegación regional del 
Ministerio. La organización administrativa regional fue mo-

dificada en 1978. Muchas de las estadísticas de reforma  

agraria están desagregadas por Zonas. Las Zonas no coinci-   
den necesariamente con regiones naturales.  
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pastos naturales (86.3% del total). Las áreas "fuera de 

PIAR" de la zona agraria 5 se adscribieron par-

cialmente a la costa y parcialmente a la sierra en 

función del tipo de tierra dominante.  

3. Los resultados son los siguientes:  

 

Zona Agraria 1 

   

COSTA  

‒ Chira  

‒ Bajo Piura  

‒ Medio Piura  

‒Alto Piura  
‒ San Lorenzo  

‒Tumbes  
 
Zona Agraria 2  
 
COSTA  

‒ Chancay-La Leche  

‒ Jequetepeque  
‒ Zaña  

‒ Motupe-Olmos  
 

SIERRA  

‒ Ayabaca  

‒ Frías-Pacaipampa  

‒ Huancabamba  

‒ Fuera de PIAR  

‒ Parte de Chira, S.  

   Lorenzo y Tumbes  

 

 

 

SIERRA  

‒ Chotano- Llaucano  

‒ Cajamarca  

‒ San Marcos  

‒ Cajabamba  

‒ S. Pablo-Contumazá  

‒ Fuera de PIAR  

‒ Celendín-Bolívar  

‒ Cutervo  

‒ Utcubamba  

‒ San Miguel 
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Zona Agraria  3  

COSTA  

‒ Chicama Bajo  

‒ Virú-Chao  

‒ Santa-Lacramarca  

‒ Casma-Sechín  

‒ Nepena  

‒ Santa Clara  

‒ Moche-Sta. Catalina  

 

 

 

 

Zona Agraria 4  

COSTA  

‒ Huaura  

‒ Cañete-Mala  

‒ Chancay-Huaral  

‒ Chillón-Rímac-Lurín  

‒ Supe-Barranca  

‒ Fuera de PIAR  

SIERRA  

‒ Aija-Culebras  

‒ Otuzco  

‒ Santiago de Chuco  

‒ Huamachuco  

‒ Urcón-Conchucos  

‒ Chicama Alto  

‒ Chupata-Conchucos  

‒ Callejón de Huaylas  

‒ Pallasca  

‒ Fuera de PIAR.  

 

 

SIERRA  

‒ Ambar-Cajatambo  

 

 

Zona Agraria 5  

Esta zona presentó un problema particular. Está di-

vidida en 4 áreas, cada una de las cuales comprende     

2 provincias, una en la sierra y otra en la costa; (1) 

Pisco (costa) ‒ Castrovirreyna (sierra); (2) Chin-       

cha (costa) ‒ Huaches (sierra); (3) Ica (costa) ‒  

Córdova (sierra); y (4) Nazca-Palpa (costa) ‒Luca-   

nas   (sierra).   Al   estar   la   información   sobre   cada  
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tipo de tierra agregada para cada una de estas áreas,   

no se podía saber qué tipos de tierras correspondían      

a cada región. Para desagregarlas se utilizó una cla-

sificación de todas las CAPs, SAIS y EPS adjudica-  

das en el país, que incluye el criterio de región na- 

tural, elaborada por Arturo Chávez y José María Ca-

ballero, para las áreas adjudicadas a empresas; para   

las tierras adjudicadas a comunidades campesinas y 

grupos campesinos se utilizó una regionalización a 

nivel distrital, preparada también por Arturo Chá-     

vez y José María Caballero, después de haber ubi-  

cado el grupo o comunidad en su distrito correspon-

diente en el Censo de Población y Vivienda de 1972.  

 

Zona Agraria 6  

SIERRA  

‒ Caylloma  

‒ Majes  

‒ Fuera de PIAR  
 

Zona Agraria 7  

COSTA  

‒ Tacna-La Yarada  

‒ Fuera de PIAR  
 

Zona Agraria 8  

SELVA  

‒ Pevas  

‒ Nauta  

‒ Fuera de PIAR  
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Zona Agraria 9  

SELVA  

‒ Robles Valdizán  

‒ Huallaga Central  

‒ Tingo María  

‒ Fuera de PIAR  
 

Zona Agraria 10  

SIERRA  SELVA  

‒ Tarma  ‒ Chanchamayo  

‒ Meseta de Bombón  ‒ Perené 

‒ Pasco  

‒ Colcabamba  

‒ Huallaga  

‒ Mantaro-Junín  

‒ Huánuco Viejo  

‒ Fuera de PIAR  
 

Zona Agraria 11  

SIERRA  SELVA  

‒ Anta  ‒ La Convención  

‒ Lares  ‒ Alto Madre de Dios 

‒ Limatambo-Mollepata  

‒ Maranganí  

‒ Paucartambo  

‒ Cusco- Urcos  

‒ Abancay  

‒ Maras-Pucyura  

‒ Fuera de PIAR  

‒ Calca-Urubamba  
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‒ Maras-Chincheros  

‒ Quispicanchis  

‒ Chunchaypucyo  

‒ Paruro  

‒ Acomayo  

‒ Espinar-Chumbivilcas  
 

Zona Agraria 12  

SIERRA  

‒ Puno  

‒ Lampa-Capachica  

‒ S. Antonio de Esquilache  

‒ Huancané-Putina  

‒ Azángaro -San Antón  

‒ Umachire  

‒ Chucuito  

‒ Fuera de PIAR  
 

Zona Agraria 13  

SIERRA  SELVA  

‒ Huamanga  ‒ La Mar  

‒ Huando  ‒ Fuera de PIAR  

‒ Huanta  

‒ Ichu  

‒ Andahuaylas  

‒ Chincheros  

‒ Cachi-Urubamba  

‒ Colcabamba  

‒ Víctor Fajardo  
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4. En el caso de las adjudicaciones individuales,   

la información desagregada disponible par tipo de tie-

rras era al 30 de setiembre de 1978 (es decir un año 

anterior a la restante) y además no estaba desagre-  

gada según región natural. El método adoptado con-

sistió en: a. Se tomó el total de tierras adjudicadas en 

forma individual al 30/9/79 (578,005 Ha.) y se aplicó 

las proporciones correspondientes a los distintos tipos 

de tierras del año anterior. El error es muy pequeño 

pues entre el 30/9/78 y el 30/9/79 sólo se adjudica-   

ron en forma individual 9,220 Ha., o sea un aumen-    

to del 1.6% en las adjudicaciones individuales acu-

muladas al 30/9/78. b. Para asignar las áreas adjudi-

cadas en forma individual a regiones naturales, se su-

puso, para aquellas zonas agrarias que abarcan más    

de una región, que los porcentajes eran iguales a los   

de las áreas restantes adjudicadas en la zona.  



 

 

 

APENDICE 3  

METODOLOGIA PARA EL CALCULO  

DE LOS DISTINTOS TIPOS DE  

BENEFICIARIOS  

 

Indicamos aquí la metodología usada para calcu-  

lar el número de beneficiarios, según tipos y regio-   

nes naturales, y el promedio de tierras por benefi-

ciarios presentados en el cuadro 6. 

  

Número de beneficiarios  

 

1. Trabajadores estables  
 

Costa: Hemos inc1uido el total de adjudicatarios de 

aquellas organizaciones asociativas de la costa que 

tienen carácter empresarial (de acuerdo con la ti-

pología de las empresas creadas por la reforma 

agraria elaborada por José María Caballero y Ar-

turo Chávez), que suman 80.3 miles. Se han in-

cluído aquí las cooperativas comunales y empre-

sas comunales creadas en los valles del Chira y     

el bajo Piura, cuyo número de trabajadores puede 

estimarse en 3.8 miles (ver Emma Rubín de Ce-   

lis y colaboradores, ¿Qué piensa el campesino     

de la Reforma Agraria? Caso Piura, CIPCA, Piu-

ra 1978, cuadro 2).  
 

Sierra y selva: Hemos estimado el número de tra-

bajadores estables dividiendo las áreas centraliza-  
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das de las empresas de la sierra y la selva (las        

de esta última se estimaron en 6.5 miles de Ha.) 

entre la relación Ha. centralizadas de las empre-   

sas de la costa (263.0 miles) / trabajadores esta-  

bles de esas empresas (80.3 miles), relación que    

es 3.3; o sea, hemos supuesto que el número de   

Ha. (estandarizadas) centralizadas por trabajador 

estable es igual en las tres regiones. Resultan 16.8 

miles de trabajadores estables.  

 

2. Ex-feudatarios  

Costa: Ante la total carencia de información hemos 

supuesto una cifra de 6.0 miles, para cubrir a 

aquellos campesinos que tienen una parcela den- 

tro de las CAPs costeños pero sin ser trabajado-  

res estables de ellas y algunas ‒muy escasas‒ 

adjudicaciones a grupos campesinos que se han 

realizado en la costa.  

Sierra y selva: Se han obtenido sumando todos los be-

neficiarios de CAPs (106.1 miles), la mitad de los 

adjudicatarios de SAIS (29.4 miles), suponiendo 

que la otra mitad son comuneros miembros de las 

comunidades asociadas, los adjudicatarios de gru-

pos campesinos (45.9, incluye las cooperativas en 

formación), los adjudicatarios de las Cooperativas 

Agrarias de Servicios (1.4 miles) y los de las EPS 

(1.5 miles), de lo cual se ha deducido los trabaja-

dores estables de costa y sierra antes calculados, 

excluyendo los de las Cooperativas Comunales  y  
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Empresas Comunales de Piura y Chira (93.2) y      

el estimado de 6.0 miles de ex-feudatarios de la 

costa; lo que arroja un total de 84.9 miles de ex-

feudatarios. 

  

3.   Comunidades campesinas  

Costa: Se han estimado como diferencia entre e1 to-  

tal oficial de familias comuneras beneficiarias de  

la Zona Agraria I donde se encuentran los valles 

del Chira y el Piura, única zona donde las comu-

nidades tienen significación en la costa) y los 3.8 

miles de trabajadores estables de las empresas co-

munales y cooperativas comunales; lo que da 14.4 

miles de beneficiarios. 

Sierra y ceja de selva: Es el resultado de sumar to-   

dos los beneficiarios de comunidades (112.3) más 

la mitad de los beneficiarios de SAIS (29.4) y 

restar el estimado de comuneros beneficiarios co-

rrespondiente a la costa (14.4) y los considera-   

dos como trabajadores estables (3.8); lo que da    

un total de 123.5 miles de comuneros para la sie-

rra y selva.  
 

4. Adjudicatarios individuales  

Al no conocer su distribución entre costa y sierra   

y selva, hemos supuesto que está en proporción a       

las Ha. estandarizadas adjudicadas individualmente    

en las dos regiones (48.7% y 51.3%, respectivamen- 

te),  los  33.7 miles de adjudicatarios  individuales se  
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reparten, por tanto, 16.4 en la costa y 17.3 en la sie-   

rra y la ceja de selva.  

 

Promedio de tierras por beneficiario  

Se han dividido las tierras (en Ha. estandariza-  

das) correspondientes a cada grupo entre el número    

de beneficiarios. Las tierras de cada grupo se han 

calculado así:  

Estables: Todas las tierras centralizadas de las em-

presas (318.6 miles de Ha. estandarizadas), más   

un tercio de las descentralizadas (46.8 miles), con-

siderando que los trabajadores estables de las em-

presas tienen también en muchos casos acceso a 

parcelas de conducción individual dentro del área 

adjudicada a estas, lo que da un total de 365.4 mil 

Ha., que dividido entre los 97.1 mil trabajadores 

estables arroja un promedio de 3.8 Ha. (estanda-

rizadas) por trabajador.  

Comuneros: Se han tomado todas las tierras adjudi-

cadas a comunidades, excluyendo 12.0 miles de 

Ha. correspondientes a las empresas comunales y 

cooperativas comunales de los valles del Chira y   

el Piura, que son 54.1 miles de Ha., lo que di-

vidido entre los 137.9 miles de comuneros da un 

promedio de 0.4 Ha. (estandarizadas) por comu-

nero.  

Adjudicatarios individuales: Se han incluido todas las 

tierras adjudicadas a personas naturales (88.7 mil  
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Ha. estandarizadas), con un promedio de 2.6 Ha. 

por beneficiario.  

Ex-feudatarios: Las tierras que les corresponden se  

han hallado como diferencia entre el total de Ha. 

estandarizadas adjudicadas (702.3 miles) y las co-

rrespondientes a los otros tres grupos, lo que da 

una cifra de 194.1 mil Ha., que dividida entre los 

90.9 mil beneficiarios ex-feudatarios arroja un pro-

medio de 2.1 Ha. estandarizadas.  

 

 

APENDICE 4 

 METODOLOGIA PARA EL CALCULO DE LA 

PARTICIPACION EN EL VALOR BRUTO  

DE LA PRODUCCION AGROPECUARIA  

POR TIPO DE PRODUCTORES Y CATEGORIA  

DE PRODUCTOS (CUADRO 13) 

  

1. La separación por tipo de productores se hizo 

distinguiendo, primero, entre unidades asociativas y   

no asociativas a partir del cuadro 12. La distinción 

entre medianos y pequeños productores, en el sector   

no asociativo, se hizo utilizando el Censo Agropecua-

rio de 1972 (procesado por el Banco Mundial, op. cit.) 

Para cada producto, el porcentaje del VBP correspon-

diente a la mediana y pequeña propiedad, respectiva-

mente, se calculó en proporción a la cantidad produ-

cida según el Censo. El supuesto implícito, al igua-    

lar la distribución de la producción en toneladas mé-

tricas a la distribución del valor de la producción,        

es que la calidad de los productos y los precios que 

reciben los dos tipos de productores son los mismos. 

Este supuesto fue inevitable ya que no se dispone de 

datos sobre la distribución del valor de la producción 

por tamaño de unidades.  

2. Los cultivos considerados representan el 66.5% 

del VBP agrícola en 1977. La desagregación por ti-    

po de producto, señalada al pie del cuadro 13, se de-

sarrolla y justifica en Elena Alvarez, Política Agra-   

ria... op. cit.   Sólo ofreció  dificultad  en  los  casos  de  
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maíz y papa. El Censo de 1972 no distingue entre   

maíz duro y amiláceo, por lo que, en el caso del maíz 

duro, se utilizó la distribución regional que presenta 

Pacheco (op. cit.) y se le aplicó la estructura de con- 

trol de producción de la costa y la selva de acuerdo     

al Censo (la producción de la sierra es pequeña). Pa-   

ra el maíz amiláceo de sierra se utilizó la estructu-       

ra que presenta el Censo para esa región, y para la  

costa y la selva se aplicó ‒a falta de mejor informa-

ción‒ un promedio simple de la producción de los pro-

ductos agrícolas de mercado restringido. Se consi-  

deró como papa "de consumo urbano" la producida en 

tierras bajo riego y "de mercado restringido" la pro-

ducida en secano. Esta es, sin duda, una aproximación 

muy gruesa pero la alternativa era no hacer ninguna 

diferenciación. Como no se dispuso de la información 

de cebada para 1977, se tomó la cifra de producción    

de 1976.  

3. Los productos pecuarios considerados repre-

sentan el 84.1% del VBP pecuario nacional. Debido a 

que los Boletines trimestrales del Ministerio de Agri-

cultura y Alimentación no proveen información de 

productos pecuarios, se optó por utilizar la desagre-

gación entre producción asociativa y no asociativa    

que para 1975 se presenta en Ministerio de Agricul-

tura, Análisis de la situación... op. cit. Para la pro-

ducción de carnes se supuso que el control de la pro-

ducción es proporcional al del control del stock. Pues-

to  que las  medianas  propiedades y  las unidades  aso-  
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ciativas tienen seguramente en promedio un rendi-

miento en carne más alto por animal, el procedimien-  

to usado tiende a sobrepresentar su importancia, so-

brestimando la de las economías campesinas. El da-    

to sobre leche destinada a la producción agroindus-  

trial corresponde a la proporción recibida en planta     

en 1976 (65% del total), y ha sido tornado de Merino, 

La acción... (Op. cit.). La producción de porcino se 

atribuyó totalmente a la pequeña y mediana propie- 

dad. La producción de carne de ave y huevos desti-

nados al mercado urbano se atribuyó a la mediana pro-

piedad, luego de deducir una reducidísima proporción 

correspondiente al sector reformado.  

4. En total los productos (agrícolas y pecuarios) 

considerados representan el 72.4% del VBP agrope-

cuario de 1977. Los porcentajes de control de la pro-

ducción del sector asociativo de los cuadros 12 y 13   

no coinciden exactamente, debido a que la cobertura  

de productos, aunque muy similar, no es idéntica en 

ambos cuadros.  
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